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TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 23 DE NOVIEMBRE DE 2018 AL 11 DE ENERO DE 2019 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
 
 

DICIEMBRE 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018876  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 72/2018 (10a.)  
 
VÍA ORAL MERCANTIL. PARA SU PROCEDENCIA SE DEBE ATENDER A LA PRETENSIÓN 
EFECTIVAMENTE PLANTEADA POR EL ACTOR, AUN CUANDO ACOMPAÑE A SU DEMANDA UN TÍTULO 
EJECUTIVO MERCANTIL. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 61/2016 
(10a.) de rubro: “CRÉDITOS CON GARANTÍA REAL. EL ARTÍCULO 1055 BIS DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, QUE FACULTA AL ACREEDOR PARA ELEGIR ENTRE DISTINTAS VÍAS PROCESALES, NO 
VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JUSTICIA.”,(1) estableció que las vías 
procesales son diseños moduladores que moldean el acceso a la justicia en condiciones que el 
legislador consideró óptimas, las que se ejercen de acuerdo a las acciones formuladas y a las 
pretensiones exigidas en cada juicio; de ahí que se encuentran dotadas de determinadas y 
diferentes características, plazos, reglas, etcétera. Ahora bien, en materia mercantil, con el 
conocimiento de que existe una diversidad de pretensiones y de calidad de los documentos 
fundatorios de aquéllas, el legislador implementó diversas vías procesales para la resolución de los 
juicios mercantiles, como son la oral, la ejecutiva y varias especiales, cada una de ellas con diferentes 
características, plazos, finalidades, materias, objetos, etapas, etcétera. En ese tenor, ante la 
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variedad de vías que regulan los juicios mercantiles, la parte actora tiene la potestad de elegir alguna 
de ellas, con la limitación de que sus pretensiones o intenciones se ajusten a las reglas y exigencias 
que el legislador haya establecido para su ejercicio. De ello se desprende que, la mera circunstancia 
de que en un juicio oral mercantil el actor acompañe a su demanda un documento al que la ley le 
otorga el carácter de título ejecutivo, no genera per se la improcedencia de esta vía, pues en todo 
caso el juzgador deberá atender a la acción efectivamente planteada de acuerdo con las 
pretensiones que se formulen en la demanda, de manera que si ésta corresponde a una acción 
personal de pago no habría inconveniente legal alguno para que el juicio se siga en la vía oral, en 
cuyo caso los documentos exhibidos deberán ser valorados conforme a las reglas generales de 
valoración de prueba que la ley prevea para los juicios orales mercantiles. Por el contrario, si en la 
demanda consta que el demandante ejerce la acción cambiaria porque en sus prestaciones se 
advierte la pretensión de ejecutar el título, la vía oral mercantil será improcedente, toda vez que es 
la vía ejecutiva la especial para tramitar ese tipo de acción. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 14/2018. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Civil del Tercer 
Circuito y el Pleno en Materia Civil Primer Circuito. 12 de septiembre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.  
 
Tesis contendientes: 
 
El emitido por el Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
10/2015, de la que derivó la jurisprudencia PC.III.C. J/18 C (10a.), de título y subtítulo: “JUICIO ORAL 
MERCANTIL. NO PROCEDE PARA HACER VALER LAS ACCIONES DERIVADAS DE CRÉDITOS CON 
GARANTÍA REAL, QUE TRAEN APAREJADA EJECUCIÓN.”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 27 de mayo de 2016 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Libro 30, Tomo III, mayo de 2016, página 2035, número de registro digital: 
2011700.  
 
El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
14/2017, de la que derivó la jurisprudencia PC.I.C. J/57 C (10a.), de título y subtítulo: “VÍA ORAL 
MERCANTIL. PROCEDE ATENDIENDO A LA PRETENSIÓN EFECTIVAMENTE PLANTEADA POR EL 
ACTOR, AUNQUE EXHIBA DOCUMENTO AL QUE LA LEY OTORGUE EL CARÁCTER DE EJECUTIVO.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de enero de 2018 a las 10:13 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 50, Tomo III, enero 
de 2018, página 1844, número de registro digital: 2015950. 
 
Tesis de jurisprudencia 72/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho. 
 
(1) La citada jurisprudencia 1a./J. 61/2016 (10a.), se publicó en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo II, noviembre de 2016, página 857, con 
número de registro digital: 2013061. 
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Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de diciembre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018875  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. CCCXLI/2018 (10a.)  
 
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. PARA SU CUANTIFICACIÓN, EL JUEZ DEBE VALORAR LOS DAÑOS 
PRESENTES, ASÍ COMO LAS CONSECUENCIAS FUTURAS. 
 
Tanto los daños patrimoniales como morales derivados de la violencia doméstica tienen dos tipos 
de proyecciones: tanto presentes como futuras. Se considera que el daño es actual cuando éste se 
encuentra ya producido al momento de dictarse sentencia. Este daño comprende todas las pérdidas 
efectivamente sufridas. Por otra parte, el daño futuro es aquel que todavía no se ha producido al 
dictarse sentencia, pero se presenta como una previsible prolongación o agravación de un daño 
actual, o como un nuevo menoscabo futuro, derivado de una situación del hecho actual. Para que 
el daño futuro pueda dar lugar a una reparación, la probabilidad de que el beneficio ocurriera debe 
ser real y seria, y no una mera ilusión o conjetura de la mente del damnificado. Así para determinar 
el alcance real de la reparación del daño derivado de la violencia doméstica, el juez debe valorar no 
sólo las actuaciones actuales sino también las consecuencias futuras. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5490/2016. 7 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018874  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
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Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. CCXXII/2018 (10a.)  
 
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. ELEMENTOS QUE DEBEN PROBARSE PARA ACREDITAR LA 
RESPONSABILIDAD CIVIL. 
 
Cuando se demande la reparación del daño patrimonial o moral que ha resentido una víctima de 
violencia intrafamiliar, deberán mostrarse los elementos que integran la responsabilidad civil 
subjetiva, a saber: la existencia de un hecho ilícito, un daño y el nexo causal entre ese hecho y daño; 
acreditados esos elementos, puede dar lugar a una indemnización económica. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5490/2016. 7 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018873  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCCXL/2018 (10a.)  
 
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. DEBEN REPARARSE ECONÓMICAMENTE TANTO LOS DAÑOS 
PATRIMONIALES COMO LOS MORALES QUE GENERÓ. 
 
Un hecho ilícito puede generar tanto afectaciones patrimoniales como extrapatrimoniales. El daño 
patrimonial consiste en todas las pérdidas económicas efectivamente sufridas y los desembolsos 
realizados en atención al daño. También incluye los perjuicios o el lucro cesante, entendidos como 
los beneficios que el afectado hubiera recibido de no haber resentido el hecho ilícito. Así, el daño 
patrimonial puede tener consecuencias presentes y futuras. Por su parte, el daño moral se 
determina por el carácter extra-patrimonial de la afectación; la cual puede tratarse de la lesión a un 
derecho o a un simple bien o interés de carácter no pecuniario. Es decir, la conceptualización del 
daño moral centra su objeto y contenido en los intereses no patrimoniales o espirituales que pueden 
verse afectados. Así, las angustias, las aflicciones, las humillaciones, el padecimiento o el dolor 
constituyen daños a la moral en tanto son afectaciones a intereses no patrimoniales. En ese sentido, 
una vez acreditados los elementos que configuran la responsabilidad civil por violencia intrafamiliar, 
deben repararse económicamente tanto los daños patrimoniales, como los morales que generó, 
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pues ambos tienen consecuencias en el afectado, y deben subsanarse en la medida de lo posible y 
de acuerdo con el derecho a una justa indemnización. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5490/2016. 7 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018872  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. CCXXIV/2018 (10a.)  
 
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. DEBE MOSTRARSE EL NEXO CAUSAL ENTRE EL DAÑO Y EL HECHO 
ILÍCITO PARA ACREDITARSE LA RESPONSABILIDAD CIVIL SUBJETIVA. 
 
En los casos de violencia intrafamiliar debe mostrarse que los daños psicológicos que resintió o 
resentirá la víctima y los costos económicos que asumió o asumirá en el futuro, derivan 
precisamente de la violencia doméstica que realizó el agresor. Así, para acreditar la responsabilidad 
civil subjetiva, debe probarse que las afectaciones patrimoniales y extrapatrimoniales son 
consecuencia del hecho ilícito que se demanda. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5490/2016. 7 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018871  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. CCXXIII/2018 (10a.)  
 
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. DAÑOS QUE SE GENERAN EN LA ESFERA PATRIMONIAL O MORAL DEL 
AFECTADO. 
 
Para exigir la reparación del daño en la vía civil, debe probarse la existencia de una afectación moral 
o patrimonial; ahora bien, en los casos de violencia intrafamiliar, el daño moral se actualiza por la 
gama de sufrimientos y dolores físicos o psíquicos que haya padecido o continúe padeciendo el 
afectado a consecuencia de los actos u omisiones del generador de violencia. Por su parte, el daño 
patrimonial se genera por todos aquellos costos económicos que tuvo que asumir el afectado 
derivados del actuar o negligencia del agresor, además de que dicho daño tiene consecuencias que, 
a su vez, pueden ser presentes o futuras. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5490/2016. 7 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018870  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CXCIX/2018 (10a.)  
 
VIOLACIONES GRAVES A DERECHOS HUMANOS Y DELITOS DERIVADOS DEL DERECHO 
INTERNACIONAL HUMANITARIO. SU ESTÁNDAR DE IMPRESCRIPTIBILIDAD NO ES APLICABLE A 
CASOS DE NEGLIGENCIA MÉDICA. 
 
Según se establece en su preámbulo, la finalidad del Conjunto de Principios para la Protección y la 
Promoción de los Derechos mediante la Lucha contra Impunidad consiste en exhortar a los Estados 
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a adoptar medidas para que las víctimas de violaciones graves de los derechos humanos tengan 
garantizado su derecho a la verdad, la justicia y a una debida reparación. Al respecto, el citado 
instrumento define como violaciones graves a las cometidas en contra de los Convenios de Ginebra 
de 12 de agosto de 1949 y de su Protocolo Adicional I de 1977, y las que transgredan el derecho 
internacional humanitario, el cual reconoce como delitos conforme al derecho internacional al 
genocidio, los crímenes de lesa humanidad y otras violaciones de los derechos humanos 
internacionalmente que, de hecho, deben tipificarse como delitos (tortura, desapariciones forzadas, 
ejecución extrajudicial y esclavitud). En esa línea, el principio 23 del instrumento en cita establece 
la imprescriptibilidad de las acciones civiles entabladas por las víctimas de "violaciones graves a 
derechos humanos", a fin de que obtengan una justa reparación y los Estados puedan adoptar 
medidas para la no repetición de dichos hechos. Lo anterior es acorde con los Principios de Princeton 
sobre la Jurisdicción Universal, según los cuales los delitos graves conforme al derecho internacional 
son imprescriptibles, alcanzando dicho calificativo los siguientes: piratería, esclavitud, crímenes de 
guerra, crímenes contra la paz, crímenes de lesa humanidad, genocidio y tortura; este estándar fue 
replicado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas en los Principios y 
Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones Manifiestas de las Normas 
Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones Graves del Derecho Internacional 
Humanitario a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones, cuyo numeral IV establece que, cuando 
así lo establezca un tratado internacional o así derive de otra obligación internacional, "no 
prescribirán las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos ni las 
violaciones graves del derecho internacional humanitario que constituyan crímenes en virtud del 
derecho internacional". Ahora bien, el estándar de "soft law" antes descrito también ha sido 
reconocido en tratados internacionales, pues el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 
reconoce la imprescriptibilidad de los "crímenes conforme al derecho internacional" (genocidio, 
crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y crímenes de agresión), lo cual se reitera en la 
Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa 
humanidad. Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que los 
Estados tienen el deber de prohibir disposiciones de amnistía, prescripción y excluyentes de 
responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de las personas responsables de 
violaciones graves de los derechos humanos, tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, 
extralegales o arbitrarias, y las desapariciones forzadas. No obstante, la propia Corte Interamericana 
matizó su postura en la resolución dictada durante el procedimiento de supervisión de 
cumplimiento de la sentencia del caso Bueno Alves Vs. Argentina, aclarando que en esos supuestos 
la imprescriptibilidad se encuentra condicionada a que se compruebe una clara falta de debida 
diligencia en la investigación, que pueda traducirse en una denegación de justicia para la víctima. 
Ahora bien, es importante destacar dos precedentes derivados de casos que involucran negligencia 
médica (Albán Cornejo y Vera Vera y otra, ambos contra Ecuador), donde la Corte no ha ordenado 
una investigación de los hechos, convalidando la prescripción de la acción penal. Finalmente, al 
emitir su Observación General 31, el Comité de Derechos Humanos de la Organización de las 
Naciones Unidas sostuvo que del artículo 2.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
se desprende que los Estados Partes deben establecer mecanismos judiciales y administrativos 
adecuados para atender las reclamaciones de violaciones de los derechos con arreglo al derecho 
interno (párrafo 15), particularmente cuando se trate de violaciones graves como tortura o los tratos 
crueles, inhumanos o degradantes similares, la ejecución sumaria y arbitraria y la desaparición 
forzosa (párrafo 18), casos en los que se debe velar por la eliminación de obstáculos en el acceso a 
la justicia, como los periodos excesivamente breves de prescripción, cuando esas limitaciones son 
aplicables. En conclusión, los instrumentos de "soft law", los tratados internacionales que abordan 
el tema, y los criterios de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y del Comité de Derechos 
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Humanos permiten entender que existe un estándar compartido acerca de una regla de 
imprescriptibilidad que, con diversos matices y sin ser absoluta, se encuentra prevista para casos de 
graves violaciones a derechos humanos y delitos derivados del derecho internacional humanitario, 
cuyas características permiten excluir de su ámbito material de aplicación a los casos de 
responsabilidad civil extracontractual, como la negligencia médica. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4865/2015. Francisco Reyes Gómez. 15 de noviembre de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018869  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. CCCXVI/2018 (10a.)  
 
VIOLACIONES A DERECHOS FUNDAMENTALES RELATIVAS A LA DETENCIÓN Y DEFENSA ADECUADA 
DEL IMPUTADO. NO SON SUSCEPTIBLES DE ANALIZARSE EN AMPARO DIRECTO, CUANDO OCURREN 
EN ETAPAS PREVIAS AL JUICIO ORAL. 
 
Los artículos 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 107 de la Ley de Amparo, disponen que el juicio de amparo directo procede, entre otros supuestos, 
contra sentencias definitivas dictadas por autoridades judiciales, ya sea que la violación se cometa 
en el propio fallo o que, cometida durante el procedimiento, afecte las defensas del quejoso 
trascendiendo al resultado de la sentencia. Los casos en que se consideran violadas las leyes durante 
un proceso penal acusatorio, adversarial y oral, con trascendencia para el quejoso, se encuentran 
enlistados en el apartado B del artículo 173 de la Ley de Amparo, de cuyo contenido se advierte que 
el legislador no condicionó expresamente el estudio de esas violaciones procesales a que se 
materialice en una etapa procesal específica. Sin embargo, esta Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación encuentra que, con el propósito de lograr que el juicio de amparo funcione 
acorde con la estructura del Nuevo Sistema de Justicia Penal, es necesario interpretar dicha 
disposición en armonía con el artículo 20 constitucional, en el sentido de que el estudio de 
violaciones procesales en amparo directo debe limitarse exclusivamente a las ocurridas en la 
audiencia de juicio. Es así, porque con esta interpretación adquiere operatividad el principio de 
continuidad que orienta al proceso penal en la lógica de cierre de etapas y oportunidad para alegar, 
esto es, se parte de la base de que cada una de las etapas procesales en las que se divide –
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investigación, intermedia y juicio– cumplan la función para la cual fueron diseñadas y, una vez 
agotada la primera, se avance a la siguiente sin que exista la posibilidad de regresar a la anterior o 
reabrirla, lo que significa que las partes se encuentran obligadas a formular sus planteamientos en 
el momento o etapa procesal correspondiente, pues de lo contrario, por regla general, se entenderá 
que agotaron su derecho para inconformarse. Además, la interpretación adoptada es acorde con lo 
dispuesto en el artículo 75 de la Ley de Amparo, en el sentido de que las sentencias emitidas en los 
juicios de amparo deberán apreciar el acto reclamado tal y como apareció probado ante la autoridad 
responsable e, incluso, es coherente con la exigencia constitucional de que el juez o tribunal de 
enjuiciamiento no debe conocer lo sucedido en etapas previas al juicio, a fin de garantizar su 
imparcialidad. En ese sentido, las violaciones procesales alegadas por el quejoso en su demanda de 
amparo directo, relativas a que fue detenido ilegalmente, que no le hicieron saber sus derechos 
constitucionales tras su detención y que tampoco contó con la carpeta de investigación completa, 
no son susceptibles de analizarse en amparo directo, por tratarse de violaciones ocurridas en una 
etapa previa a la audiencia de juicio, específicamente durante la investigación, etapa en la cual el 
quejoso estuvo en condiciones de controvertirlas ante el juez de control que conoció de la causa 
penal o de recurrir la decisión respectiva, a través de los medios de impugnación a su alcance.  
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2058/2017. Andrés Ríos Romero. 18 de octubre de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis 
y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro 
Alberto Díaz Cruz.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018866  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXIX/2018 (10a.)  
 
VIOLACIÓN A DERECHOS HUMANOS PUEDE DAR LUGAR A SU REPARACIÓN ECONÓMICA EN LA VÍA 
CIVIL O ADMINISTRATIVA. 
 
Los hechos ilícitos o la actividad irregular del Estado pueden implicar la violación a derechos 
humanos. En efecto, un ilícito civil se configura cuando se incumple una norma de orden público o 
la lex artis. Dicho deber puede constituir un derecho humano cuando el deber violado se identifica 
plenamente con un derecho reconocido a nivel internacional o nacional, como podría ser la 
prohibición de discriminación, o la protección al honor o a la libertad de expresión. La reparación 
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económica por violaciones a derechos humanos puede demandarse a través de procedimientos 
especiales creados específicamente para ello. Su sentido es generar una compensación económica, 
atendiendo a las peculiaridades del derecho afectado. No obstante, a falta de procedimientos 
específicos, puede demandarse la reparación económica derivada de los daños patrimoniales o 
morales generados por la violación de derechos humanos a través de la vía civil, cuando el 
responsable sea un particular, o por la vía administrativa, cuando el responsable sea el Estado. Debe 
tenerse en cuenta que en las demandas a través de estos juicios debe acreditarse que la violación 
generó un daño patrimonial o moral, y que sólo tienen como propósito la compensación económica 
de las afectaciones sufridas y no la generación de medidas no pecuniarias de reparación (de 
satisfacción y no repetición). 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5490/2016. 7 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018862  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXXXVIII/2018 (10a.)  
 
TRANSVERSALIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. EL QUE UN HECHO PUEDA CALIFICARSE COMO 
VICTIMIZANTE POR CONLLEVAR VIOLACIONES A AQUÉLLOS, NO IMPLICA HACER A UN LADO LAS 
REGLAS QUE RIGEN A LAS INSTITUCIONES DISEÑADAS PARA EXIGIR LA REPARACIÓN DEL DAÑO 
CORRESPONDIENTE, ASÍ COMO A LA DOCTRINA QUE SE HA ELABORADO EN TORNO A ÉSTA. 
 
Existen hechos ilícitos (como género) que, más allá de una transgresión derivada del incumplimiento 
de un deber o de una prohibición de carácter legal (ilícitos en sentido estricto), implican una 
indebida o irregular afectación sufrida por una persona en la forma de una violación a derechos 
humanos, razón por la cual, han sido calificados como "hechos victimizantes". Ahora bien, existen 
múltiples casos donde las violaciones a derechos humanos no son atendidas por figuras o 
instituciones normativas específicas, de modo que podría hablarse de "violaciones atípicas" a 
derechos humanos, que deberán atenderse desde el marco constitucional aplicable y revisando la 
forma en la cual el ordenamiento jurídico puede contribuir al respecto. Por otra parte, existen otras 
violaciones a derechos humanos que podrían calificarse de "típicas", pues además de la transgresión 
a esos derechos, implican necesariamente la afectación a los deberes o prohibiciones legales 
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mencionados, cuya actualización permite a las personas acudir a los mecanismos jurisdiccionales 
diseñados específicamente para los supuestos respectivos, a través de los cauces legales 
correspondientes. Así, en estos casos se está ante hechos ilícitos que suelen entenderse desde el 
marco legislativo que los regula, aun cuando en el fondo pueda subyacer una violación a derechos 
humanos, como ocurre, por ejemplo, en los asuntos de negligencia médica, que son tratados por el 
ordenamiento jurídico a través de instituciones como la responsabilidad patrimonial del Estado o la 
responsabilidad civil extracontractual, con independencia de que en el fondo puedan estar en juego 
los derechos a la integridad y a la vida. En estos términos, cuando se trate de un caso de violaciones 
a derechos humanos, éstas se calificarán como "típicas" cuando su ocurrencia en la vida diaria es 
tan frecuente o relevante que el ordenamiento jurídico las ha explicado a través de figuras e 
instituciones jurídicas específicas. Lo anterior exige entender como ideas complementarias, qué 
casos como los de negligencia médica o de responsabilidad extracontractual en general –ya sea en 
su vertiente civil o como actividad irregular del Estado– entrañen una posible –mas no necesaria– 
violación a los derechos humanos a la vida, a la integridad y a la salud, y el que dicha cuestión se 
traduzca en un problema de naturaleza civil o administrativa, con reglas específicas derivadas de 
cada una de esas materias, lo que conduce a un análisis en torno a la transversalidad de los derechos 
humanos y su relación con las distintas ramas del derecho con las que interactúa, pues la posibilidad 
de que un hecho pueda calificarse como victimizante por conllevar violaciones a derechos humanos, 
no implica hacer a un lado las reglas que rigen las instituciones diseñadas para exigir la reparación 
del daño correspondiente, así como la doctrina que se ha elaborado en torno a ésta. No obstante, 
como ocurre a partir del paradigma constitucional en materia de derechos humanos que impera 
desde junio de 2011, las normas y los procedimientos que formen parte de las instituciones 
respectivas deberán interpretarse de conformidad y contrastarse con el parámetro de control de 
regularidad, de modo que en cada caso se tutelen adecuadamente los derechos de las personas 
involucradas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 50/2015. 3 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018857  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 67/2018 (10a.)  
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TÍTULOS DE CRÉDITO. EL USO DE ABREVIATURAS POR EL SUSCRIPTOR O BENEFICIARIO AL ASENTAR 
LOS DATOS RESPECTIVOS, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LITERALIDAD PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 5o. DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO. 
 
Si se parte de la base de que los títulos de crédito se regulan por lo dispuesto en la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, en las leyes especiales relativas, en su defecto en la legislación 
mercantil en general, los usos bancarios y mercantiles y, en su defecto, en el derecho común, según 
lo establece su artículo 2o., y en virtud de que de dichas legislaciones se advierte que no existe 
disposición expresa que prohíba las abreviaturas en los títulos de crédito, debe acudirse a los usos 
bancarios y mercantiles. De lo anterior y partiendo del hecho notorio relativo a que en los formatos 
impresos comerciales utilizados ordinariamente para la emisión de títulos de crédito, y de que el 
espacio previsto para la colocación de los datos correspondientes es, con frecuencia, reducido, lo 
que dificulta el asentamiento de información, oraciones o nombres extensos como podrían ser los 
de las personas morales y además, las abreviaturas se usan cotidianamente en el lenguaje escrito, 
puede afirmarse la existencia de este uso bancario y mercantil (empleo de abreviaturas en los títulos 
de crédito) por ser una práctica común y reiterada. Aunado a lo anterior, cabe hacer énfasis en que 
el idioma español permite "acortar" o "reducir" palabras, mediante la supresión de algunas letras o, 
incluso, de algunas sílabas, lo cual implica que la palabra completa y la abreviatura relativa tienen 
igual significado conceptual; por tanto, no hay razón para considerar que debe entenderse por una, 
algo diverso a lo que se entiende por la otra, pues el vocablo, después de reducido sigue siendo el 
mismo. Esto es, la circunstancia de que para asentar el nombre o la denominación de una persona 
moral se utilicen abreviaturas, no significa que se trate de una persona distinta a la que se encuentra 
constituida jurídicamente, por lo que, no puede afirmarse que la abreviatura varíe el contenido 
conceptual de la palabra correspondiente, al no modificar lo que pretende decirse o la intención de 
quien la escribe y que quien lo exhibe como base de la acción que es quien tiene poder del 
documento, se presume que es el titular de los derechos consignados en él. De ahí que cuando el 
suscriptor o beneficiario de un título de crédito (pagaré) utiliza abreviaturas al asentar los datos 
respectivos, no implica el incumplimiento del principio de literalidad previsto en el artículo 5o. de la 
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, porque esa circunstancia no altera el derecho 
incorporado en aquél. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 190/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del 
Décimo Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto 
Circuito. 17 de octubre de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, 
pero en contra de las consideraciones. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarias: Mireya 
Meléndez Almaraz y Dolores Rueda Aguilar. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el juicio de 
amparo directo 9/2018, en el que sostuvo que si en un título de crédito exhibido en el juicio como 
documento base de la acción, aparece como beneficiaria una persona moral y en él se indica la 
denominación completa, mientras que en el endoso en propiedad de tal título de crédito aparece 
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que lo efectuó una persona moral en la que al señalar su denominación se emplearon abreviaturas; 
entonces denota que se trata de una sociedad mercantil diferente a la que confirió el endoso en 
propiedad, y 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, al 
resolver los juicios de amparo directo 474/2006, 510/2006, 634/2008, 555/2010 y 704/2010, de los 
que derivó la jurisprudencia V.2o.C.T. J/3, de rubro: "TÍTULOS DE CRÉDITO. LA UTILIZACIÓN DE 
ABREVIATURAS AL ASENTAR LOS DATOS RESPECTIVOS, CUMPLE CON EL REQUISITO DE LITERALIDAD 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 5o. DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, abril 
de 2011, página 1155, con número de registro digital: 162264. 
 
Tesis de jurisprudencia 67/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de diciembre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018855  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCLXV/2018 (10a.)  
 
TERCERÍA EXCLUYENTE DE DOMINIO. PROCEDE NO SÓLO CUANDO LA AFECTACIÓN PROVIENE DE 
UN EMBARGO (INTERRUPCIÓN DE LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 110/2006). 
 
De la interpretación gramatical, sistemática y funcional de los artículos 1367, 1373 y 1375 del Código 
de Comercio, y conforme al principio de interpretación más favorable para la persona previsto en el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que la procedencia 
de la tercería excluyente de dominio no puede condicionarse a que el actor hubiere solicitado el 
embargo del bien, sino que también procede cuando la afectación al dominio del tercero sobre el 
bien o la acción provenga de haberse trabado la ejecución por alguna otra causa, sea una prenda, 
una hipoteca, o cualquier otra. Lo anterior, pues los preceptos mencionados no prevén limitación 
alguna en ese sentido, sino que establecen como objeto de la tercería citada, de modo general, el 
dominio que alega tener el tercero sobre los bienes en cuestión o sobre la acción que se ejercita, 
por lo que resulta en mayor beneficio para el tercero entender la materia de tutela con la mayor 
amplitud posible para la defensa de su dominio. Así, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación estima necesario interrumpir el criterio sustentado al resolver la contradicción de tesis 
61/2006-PS, de la cual derivó la jurisprudencia 1a./J. 110/2006, en la que se sostuvo que la 
procedencia de la tercería excluyente de dominio en un juicio ordinario reivindicatorio debía estar 
condicionada a que el actor hubiera solicitado el aseguramiento del bien vía embargo o secuestro, 
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y que el objeto de dicha tercería sólo consiste en levantar el embargo o secuestro de que se trate, 
pues esas premisas derivaron de un entendimiento restrictivo de las tesis que sustentaron la 
resolución de la contradicción de tesis citada, emitidas por la extinta Tercera Sala del Alto Tribunal, 
de rubros: "TERCERÍA EXCLUYENTE DE DOMINIO, ELEMENTOS DE LA." y "TERCERÍAS EXCLUYENTES 
DE DOMINIO.", de las cuales no se deriva, de forma indubitable, que sólo los bienes secuestrados o 
embargados en un juicio son los que pueden tutelarse a través de la tercería excluyente de dominio. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6090/2017. Comunicaciones Nextel de México, S.A. de C.V. 19 de 
septiembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.  
 
Nota: Esta tesis se publicó el viernes 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación, y en virtud de que interrumpe el criterio sostenido por la propia Sala en la 
diversa 1a./J. 110/2006, de rubro: "TERCERÍA EXCLUYENTE DE DOMINIO. ES PROCEDENTE 
PROMOVERLA EN UN JUICIO ORDINARIO REIVINDICATORIO, SIEMPRE QUE HAYA UN EMBARGO 
TRABADO CON MOTIVO DE ESE JUICIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, febrero de 2007, página 591, esta última dejó de considerarse 
de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de diciembre de 2018.  
 
Las tesis de rubros: "TERCERÍA EXCLUYENTE DE DOMINIO, ELEMENTOS DE LA." y "TERCERÍAS 
EXCLUYENTES DE DOMINIO." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación, 
Séptima Época, Volumen 79, Cuarta Parte, página 79 y Quinta Época, Tomo LXXXI, página 2716, 
respectivamente. 
 
La ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 61/2006-PS citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, febrero de 2007, página 
592.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018839  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCCXX/2018 (10a.)  
 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. FUENTES DEL DERECHO DE CUSTODIA TUTELADO 
POR EL ARTÍCULO 3 DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES EN ESA MATERIA. 
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Conforme al precepto citado, para determinar cuándo se está frente a una situación que pueda 
calificarse como traslado o retención ilícitos de un menor, deben ponderarse dos elementos: i) la 
existencia de un derecho de custodia atribuido por el Estado de la residencia habitual del menor; y, 
ii) el ejercicio efectivo de dicha custodia, antes del traslado. Respecto del primero, debe decirse que 
se trata de un elemento jurídico, en tanto depende de la existencia de al menos la apariencia de un 
título válido sobre el derecho de custodia en el Estado de la residencia habitual del menor. El 
segundo elemento implica el análisis de una situación de hecho. Ahora bien, las fuentes de las que 
puede proceder el derecho de custodia son todas aquellas que puedan fundamentar una 
reclamación en el marco del sistema jurídico del Estado del que proviene una solicitud de 
restitución; en ese sentido, el propio artículo 3 dispone que el título referido puede resultar de una 
atribución de pleno derecho, de una decisión judicial o administrativa, o de un acuerdo vigente 
según el derecho de dicho Estado, lo que indica que su construcción es enunciativa y no limitativa, 
implicando que pudieran existir otros títulos no recogidos en el texto y que su interpretación debe 
ser flexible. Así, la primera fuente es la ley, lo que resulta relevante en tanto que en la mayoría de 
los casos en los que un menor es trasladado, aún no se ha dictado una resolución respecto de su 
custodia, lo cual no quiere decir que el progenitor desposeído no encuentre protección a su 
derecho. La segunda fuente de derecho de custodia es una resolución judicial o administrativa y 
toda vez que la convención no añade ninguna precisión, el vocablo "resolución" debe entenderse 
en términos amplios y no circunscrita a ser dictada por los tribunales del Estado de residencia 
habitual del menor, sino que también puede serlo por los de un tercer Estado; por lo que debe 
bastar con que la resolución sea considerada como tal por el ordenamiento jurídico del Estado de 
residencia habitual, esto es, que presente las características mínimas para poner en marcha un 
procedimiento para su homologación o reconocimiento. En tercer y último lugar, el derecho de 
custodia puede resultar de un acuerdo vigente según el derecho del Estado requirente, lo que puede 
consistir en una simple transacción privada, mientras que no esté prohibida por dicho orden jurídico. 
En las tres hipótesis previstas en el artículo 3 citado, lo crucial es que la Convención no pretende 
determinar a quién corresponderá en el futuro la custodia del menor, sino simplemente evitar que 
un cambio de circunstancias introducido unilateralmente por una de las partes violente el derecho 
de custodia ejercido de forma efectiva, ya sea separada o conjuntamente. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 29/2016. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018838  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
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Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCCXVII/2018 (10a.)  
 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. EL ARTÍCULO 7 DE LA CONVENCIÓN DE LA HAYA 
SOBRE ASPECTOS CIVILES DE LA SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES NO ADOLECE DE 
AMBIGÜEDAD AL PREVER EL POSIBLE APOYO DE INTERMEDIARIOS. 
 
Los Estados signatarios de la Convención de la Haya sobre Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores consagraron el papel de las autoridades centrales en la puesta en práctica 
del sistema instaurado del tratado internacional en el numeral 7. Este artículo está estructurado en 
dos apartados: el primero establece una obligación global de cooperación mientras que el segundo 
enumera algunas de las principales funciones que las autoridades centrales deben cumplir. Producto 
del consenso internacional, la disposición estuvo pensada para otorgar flexibilidad a fin de que cada 
autoridad central pudiera actuar de conformidad con el derecho en el cual estaba llamada a 
integrarse. De ahí que no pueda reputarse su contrariedad con la Constitución Federal por el simple 
hecho de ofrecer posibilidades, como es el apoyo de intermediarios, en tanto depende de nuestro 
país elegir las vías para dar cumplimiento a las obligaciones adquiridas ante la comunidad 
internacional. Sería, entonces, la implementación del tratado internacional y su regulación en el 
Estado mexicano lo que pudiera eventualmente resultar "ambiguo", mas no el tratado mismo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 29/2016. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018837  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCCXVIII/2018 (10a.)  
 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. EL ARTÍCULO 17 DE LA CONVENCIÓN DE LA HAYA 
SOBRE ASPECTOS CIVILES DE LA SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES NO VULNERA LA 
SOBERANÍA NACIONAL. 
 
En el artículo 17 de la Convención de la Haya sobre Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional 
de Menores está prevista a favor de las autoridades judiciales o administrativas del Estado 
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requerido, en relación con su tarea de resolver sobre la restitución de un menor, la facultad 
discrecional de considerar una resolución relativa a la custodia dictada o susceptible de ser 
reconocida en dicho Estado. Ahora bien, esta disposición no puede considerarse como atentatoria 
de la soberanía nacional con el argumento de que permite ignorar o dejar sin efectos una resolución 
de un poder constituido, por el simple hecho de haber firmado el tratado internacional. En realidad, 
dicho artículo brinda al juez que conozca de la solicitud de restitución la posibilidad de tomar en 
cuenta (o no) una resolución relativa a la custodia, lo que concuerda con la finalidad de la 
Convención de, por un lado, desanimar o desincentivar a los posibles sustractores, que no podrán 
proteger su acción ni mediante una resolución "muerta", que haya sido dictada de forma previa al 
traslado pero nunca ejecutada, ni mediante una resolución obtenida posteriormente y que, en la 
mayoría de los casos, resultará fraudulenta; y por el otro, dejar abierta la puerta para que las 
autoridades judiciales o administrativas puedan tener en cuenta los motivos de dicha decisión al 
aplicar la Convención. Por ende, lejos de ser arbitrario o violatorio de la soberanía nacional, el 
artículo 17 reconoce la presunción de que el interés superior del menor sustraído se ve mayormente 
protegido con su restitución inmediata al país de origen, por lo que de existir una resolución 
relacionada con la custodia, la autoridad competente del Estado requerido podrá valorar la solicitud 
de restitución como prueba de que se ha producido un elemento nuevo que le obliga a cuestionar 
tal resolución, sea porque ha sido adoptada sobre la base de criterios abusivos de competencia o 
porque no se respeta la garantía de audiencia de todas las partes afectadas. Esta posibilidad en nada 
merma nuestra soberanía, sino que por el contrario, otorga a las autoridades jurisdiccionales y 
administrativas la posibilidad de emitir una mejor decisión, ya que la sola existencia de una 
resolución en el Estado requerido no será obstáculo para la restitución de un niño o niña. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 29/2016. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018836  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCCXIX/2018 (10a.)  
 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. EL ARTÍCULO 14 DE LA CONVENCIÓN DE LA HAYA 
SOBRE ASPECTOS CIVILES DE LA SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES NO ES VIOLATORIO 
DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
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Los Estados signatarios de la Convención de la Haya sobre Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores consagraron en el numeral 14 la facultad de las autoridades judiciales o 
administrativas del Estado requerido para tener en cuenta directamente la legislación y las 
decisiones judiciales o administrativas, estén formalmente reconocidas o no en el Estado de 
residencia habitual del menor, sin la necesidad de recurrir a procedimientos concretos para probar 
su vigencia o reconocimiento (como podría ser un exequatur o la homologación de una sentencia). 
La intención es flexibilizar la prueba del derecho extranjero con miras a agilizar el procedimiento de 
restitución. En efecto, dado que el Convenio hace depender el carácter ilícito de un traslado de 
menores de que se haya producido violando el ejercicio efectivo de un derecho de custodia 
atribuido por el ordenamiento jurídico del Estado solicitante, resulta evidente que las autoridades 
del Estado requerido deberán tener en cuenta tal ordenamiento para decidir sobre su retorno. Por 
ende, al tratarse de una facultad y no de una obligación, no podría sostenerse con verdad que lo 
previsto en el artículo 14 de la Convención violenta la Constitución Federal, ya que no obstruye de 
forma alguna el cumplimiento de los derechos humanos y los principios que de ella emanan, como 
sería el principio pro persona o el interés superior del menor, pues lo que la disposición otorga es la 
discrecionalidad y la flexibilidad necesarias a las autoridades mexicanas en su labor de apreciación 
respecto del fundamento del alegado derecho de custodia del solicitante al momento de resolver 
sobre la restitución del menor involucrado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 29/2016. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018835  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a. CCXLIII/2018 (10a.)  
 
SUSTRACCIÓN ILEGAL DE MENORES. PARA QUE SE ACTUALICE EL ELEMENTO SUBJETIVO DEL TIPO 
PENAL DIVERSO AL DOLO, A QUE SE REFIERE EL PÁRRAFO CUARTO DEL ARTÍCULO 366 QUÁTER DEL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL, ES NECESARIO QUE EL TRASLADO FUERA DEL TERRITORIO NACIONAL POR 
UNO DE SUS PROGENITORES SEA CON EL "FIN ESPECÍFICO" DE IMPEDIR AL OTRO CONVIVIR CON ÉL 
O VISITARLO. 
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Lo que caracteriza a un delito, en términos generales, es que su comisión afecta un bien jurídico 
fundamental, ya sea porque lo lesione o porque lo ponga en peligro; sin embargo, su punibilidad no 
depende exclusivamente de un desvalor del resultado, objetivamente considerado, sino que 
también precisa que la conducta sea en sí misma reprobable, por lo que para su configuración, es 
importante la disposición interna de su autor, lo que explica, por un lado, que el legislador 
condicione la existencia de un delito a la concurrencia del dolo o de la culpa, como componentes 
subjetivos necesarios –mas no únicos– para su actualización y, por otro, que se contemplen como 
excluyentes de éste, por ejemplo, la ausencia de voluntad y el caso fortuito. Ahora bien, dentro de 
los elementos subjetivos del tipo, diversos al dolo, en ocasiones la descripción legal exige para su 
actualización la concurrencia de alguna finalidad específica, como sucede en el delito previsto en el 
artículo 366 quáter, párrafo cuarto, del Código Penal Federal, relativo a la ilegal sustracción de 
menores, por parte de alguno de sus progenitores, el cual, sin consentimiento de quien ejerza la 
patria potestad sobre aquél, lo traslada fuera del territorio nacional, con el fin específico de impedir 
al otro progenitor convivir con él o visitarlo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 67/2016. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez 
Aguilera. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018834  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a. CCXLV/2018 (10a.)  
 
SUSTRACCIÓN ILEGAL DE MENORES. LA OMISIÓN DE ACREDITAR EL ELEMENTO SUBJETIVO DIVERSO 
AL DOLO EN ESTE DELITO, CONLLEVA SU ATIPICIDAD. 
 
En un Estado constitucional de derecho la afectación de un bien jurídico tutelado penalmente 
constituye uno de los presupuestos que condicionan la punibilidad, pero no es el único, toda vez 
que esa sola afectación, por sí, es insuficiente para colegir la existencia de un delito, pues para que 
se actualice se requiere corroborar, a través del debido proceso, que en los hechos existió, más allá 
de toda duda razonable, una conducta típica, antijurídica y culpable; es decir, debe constatarse, 
plenamente que: a) la acción u omisión del imputado encuadra exactamente en el supuesto 
establecido por la ley penal, con todos y cada uno de sus elementos, ya sean descriptivos, 
normativos y subjetivos; b) la conducta está prohibida, al no concurrir alguna causa que legalmente 
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la justifique; y, c) la conducta referida pueda ser jurídicamente reprochable a su autor. En ese 
sentido, cuando el legislador condiciona la actualización de un delito a la concurrencia de algún 
elemento subjetivo diverso al dolo, como en el delito de sustracción ilegal de menores, previsto en 
el artículo 366 quáter, párrafo cuarto, del Código Penal Federal, que exige que el traslado de la 
víctima fuera del territorio nacional por parte de uno de los progenitores sea con el fin de impedir 
al otro convivir con él o visitarlo, la omisión de acreditar dicho componente subjetivo conlleva su 
atipicidad, ya que en esas condiciones la conducta del agente no encuadra exactamente con la 
descripción legal del tipo penal correspondiente. Ese elemento subjetivo diverso al dolo no es una 
consecuencia del traslado, sino que debe existir en la mente del activo con antelación a que éste 
ejecute su conducta. Cabe precisar que el interés superior de la niñez, como principio regulador que 
busca potencializar la protección de niños y niñas, no debe llevarse al extremo de tener por 
acreditado un delito, cuyos elementos típicos no se encuentran totalmente satisfechos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 67/2016. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez 
Aguilera. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018833  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a. CCXLIV/2018 (10a.)  
 
SUSTRACCIÓN ILEGAL DE MENORES. FORMA DE CONSTATAR EL ELEMENTO SUBJETIVO DEL TIPO 
PENAL, DIVERSO AL DOLO. 
 
Dentro de los elementos subjetivos del tipo, diversos al dolo, en ocasiones la descripción legal exige 
la concurrencia de alguna finalidad específica, como en el artículo 366 quáter, párrafo cuarto, del 
Código Penal Federal, relativo al delito de sustracción ilegal de menores, por parte de alguno de sus 
progenitores, el cual, sin consentimiento de quien ejerza la patria potestad sobre aquél, lo traslada 
fuera del territorio nacional, con el fin de impedir al otro convivir con él o visitarlo. Este último 
elemento, relacionado con la psique del sujeto activo, puede constatarse por una exteriorización 
explícita o por la exteriorización de actos concluyentes, entendiéndose por estos últimos los que 
son indicativos de esa finalidad, por lo que no pueden formar parte de esa categoría los que 
pudieran ser equívocos. Adicionalmente, un acto de exteriorización sólo puede ser asumido como 
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tal, si es libre y reviste una mínima seriedad, por lo que deben descontarse las manifestaciones 
coaccionadas y aquellas que por su contexto pudieran ser ligeras o jocosas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 67/2016. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez 
Aguilera. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018828  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: 1a./J. 78/2018 (10a.)  
 
SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO ORAL. CONTRA EL AUTO QUE ORDENA LA CITACIÓN DEL 
INVESTIGADO A LA AUDIENCIA INICIAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
[INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 93/2013 (10a.)]. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
97/2013, de la cual derivó la jurisprudencia 1a./J. 93/2013 (10a.), interpretó las legislaciones 
adjetivas penales de los Estados de Chihuahua y Durango, y sustentó que la orden de citación al 
investigado a la audiencia de formulación de imputación, con apercibimiento de aprehensión en 
caso de no comparecer, transgrede el derecho a la libertad deambulatoria, pues coloca al individuo 
en una situación ineludible de obediencia ante un mandato judicial, lo que se traduce en un acto de 
imposible reparación susceptible de ser impugnado a través del juicio de amparo indirecto. Ahora 
bien, de una nueva reflexión, esta Primera Sala estima necesario interrumpir ese criterio 
jurisprudencial, porque la regulación de la citación a esa audiencia en las legislaciones locales 
mencionadas, es semejante a la prevista en el artículo 141 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales para la citación a la audiencia inicial, y de la lectura sistemática de las fracciones I y II del 
artículo mencionado, se advierte que la citación de la persona investigada a la audiencia inicial en 
la que habrá de formularse imputación en su contra, por sí sola, no es un acto que afecte su libertad 
personal, al tratarse de una simple comunicación del Juez, a petición del Ministerio Público, en el 
sentido de que se requiere su presencia para el desarrollo de una audiencia en la que se formalizará 
la investigación que se sigue en su contra y se formulará la imputación respectiva; audiencia en la 
que podrá o no ser vinculado a proceso y, en su caso, sometido a una medida cautelar. No obsta a 
lo anterior el hecho de que conforme a la fracción II del precepto citado, en caso de no comparecer 
injustificadamente, pueda ordenarse su comparecencia forzosa, pues ello es un acto futuro de 



 

22 
 

realización incierta, al estar condicionado a que el citado no asista, sin justificación, y el 
representante social solicite que se ordene su comparecencia mediante la fuerza pública, por lo que 
ese acto de comunicación, como tal, no incide en la libertad personal del citado. De ahí que contra 
el auto que ordena la citación del investigado a la audiencia inicial es improcedente el juicio de 
amparo indirecto, pues se trata de un acto judicial fuera de juicio que no afecta la libertad personal 
del quejoso, conforme al artículo 107, fracción IV, de la Ley de Amparo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 141/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 17 de octubre de 2018. 
La votación se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña.  
 
Criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, al 
resolver el recurso de queja 31/2018, consideró que el juicio de amparo indirecto es procedente 
contra el acuerdo que ordena citación a la audiencia inicial de formulación de imputación, porque 
afecta indirectamente la libertad personal de la persona investigada. 
 
El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 
recurso de queja 137/2016, determinó que el juicio de amparo indirecto es procedente contra el 
acuerdo que ordena citación a la audiencia inicial de formulación de imputación, porque afecta 
indirectamente la libertad personal de la persona investigada. 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el recurso de 
queja 111/2017, consideró que no procede el juicio de amparo indirecto contra la citación a la 
audiencia inicial, porque es un mero aviso que no incide en la esfera jurídica de la persona 
investigada. 
 
Tesis de jurisprudencia 78/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de diciembre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018819  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil, Laboral)  
Tesis: 1a. CCLXVI/2018 (10a.)  
 
SALARIO DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. ES INEMBARGABLE EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 434, FRACCIÓN XI, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, SALVO EN LOS 
SUPUESTOS EXPRESAMENTE PREVISTOS EN LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO 
DEL ESTADO. 
 
Con la interpretación sistemática de los artículos 434, fracción XI, del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, 38 y 41 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, y 123, 
apartado B, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como del 
Convenio 95 de la Organización Internacional del Trabajo, se concluye que la inembargabilidad de 
los salarios de los funcionarios y empleados públicos no es absoluta, pues la fracción VI del apartado 
B del artículo 123 constitucional, el Convenio 95 de la Organización Internacional del Trabajo y el 
artículo 41 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, establecen la posibilidad de 
llevar a cabo embargos sobre los salarios bajo ciertas modalidades establecidas en la ley, de donde 
se colige que, en el caso de los trabajadores al servicio del Estado, esos supuestos son los 
establecidos en el artículo 38 de la ley federal aludida y tienen como común denominador que se 
trata de adeudos adquiridos para satisfacer necesidades básicas del trabajador. Luego, cuando se 
prevé la posibilidad de embargar los salarios de los trabajadores del Estado, tal escenario no puede 
actualizarse en cualquier supuesto, sino solamente en las modalidades previstas expresamente en 
la ley, que corresponden a los casos en que el legislador estimó, en ejercicio de su libertad de 
configuración, que podrá llevarse a cabo una medida de esa índole. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 153/2016. Abraham Krayem López. 17 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos 
de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
particular y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018817  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. CXCVIII/2018 (10a.)  
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REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE EL RECURSO SI EN LA SENTENCIA RECURRIDA SE 
APLICARON INSTRUMENTOS NORMATIVOS DE "SOFT LAW" PARA INTERPRETAR EL CONTENIDO DE 
UN DERECHO HUMANO DE RANGO CONSTITUCIONAL. 
 
Las normas de derechos humanos contenidas o derivadas de instrumentos jurídicos calificados 
como "soft law", no forman parte del parámetro de control de regularidad derivado del artículo 1o., 
primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ello en atención a que 
no constituyen formalmente un tratado internacional, ni son el resultado de pronunciamientos o 
interpretaciones de un órgano con atribuciones jurisdiccionales que tenga competencia para 
interpretar en última instancia un tratado internacional en materia de derechos humanos, en cuyo 
caso podría tratarse de un criterio vinculante por representar una extensión del tratado en comento, 
como ocurre con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos o con las 
decisiones de los Comités de Naciones Unidas a los que México les reconozca competencia 
contenciosa, las cuales, si bien no son vinculantes en sentido estricto, sí exigen un diálogo con 
estándares que no pueden ignorarse, pero sí superarse. No obstante, ello no impide que el 
contenido de dichos instrumentos se emplee como un criterio orientador en sentido amplio, al 
tratarse de una doctrina especializada desarrollada por un organismo internacional de derechos 
humanos. Por tanto, si un Tribunal Colegiado de Circuito dota de contenido un derecho humano de 
rango constitucional, partiendo de una interpretación que recoge los estándares derivados de los 
instrumentos de "soft law", ese ejercicio debe ser calificado como una interpretación directa de la 
Constitución para efectos de la procedencia del recurso de revisión en los juicios de amparo directo, 
no por el valor jurídico del instrumento mismo, sino por el impacto que tuvo en la decisión de un 
órgano jurisdiccional al momento de resolver un asunto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4865/2015. Francisco Reyes Gómez. 15 de noviembre de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018815  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. CCIV/2018 (10a.)  
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REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EXISTE UN TEMA DE CONSTITUCIONALIDAD CUANDO SE IMPUGNE 
UNA NORMA GENERAL, AUN CUANDO SOBRE ÉSTA HAYA UNA JURISPRUDENCIA EN LA QUE SE 
INTERPRETA EN UN PLANO DE MERA LEGALIDAD. 
 
Las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las jurisprudencias 1a./J. 37/2014 (10a.), 
de rubro: "INTERPRETACIÓN DE LA LEY EN AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. CASOS EN LOS QUE LA 
SUPREMA CORTE PUEDE MODIFICARLA.", y 2a./J. 55/2014 (10a.), de rubro: "REVISIÓN EN AMPARO 
DIRECTO. DENTRO DE LAS CUESTIONES PROPIAMENTE CONSTITUCIONALES MATERIA DE ESTE 
RECURSO SE ENCUENTRA LA INTERPRETACIÓN REALIZADA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE O EL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DE LA NORMA GENERAL CUYA CONSTITUCIONALIDAD SE 
IMPUGNA, AL RESOLVER CUESTIONES DE LEGALIDAD.", sostuvieron que puede entenderse como un 
planteamiento de inconstitucionalidad el referente a la interpretación de un precepto legal en un 
sentido contrario a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando existan otra u 
otras interpretaciones alternativas que pudieran salvar su validez. Lo anterior no cambia por el 
hecho de que la interpretación combatida se encuentre consagrada en un criterio jurisprudencial, 
pues éste se limita, precisamente, a desentrañar el contenido de la disposición normativa aplicable, 
sin presumir un posicionamiento sobre su constitucionalidad. De este modo, resultaría admisible 
que un órgano jurisdiccional se pronunciara en torno a la validez de un precepto, aun con la 
interpretación que del mismo se haya desarrollado jurisprudencialmente, pues dicho 
pronunciamiento se realizaría en un plano de constitucionalidad del precepto, distinto al de mera 
legalidad de la interpretación efectuada. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4431/2016. María Guadalupe Fernández Mejía y otro. 26 de abril de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Nota: La citada jurisprudencia 1a./J. 37/2014 (10a.), se publicó en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 16 de mayo de 2014 a las 11:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 6, Tomo I, mayo de 2014, página 460, con número de registro 
digital: 2006422 y la jurisprudencia 2a./J. 55/2014 (10a.), se publicó en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 6, Tomo II, mayo de 2014, página 804, con número de registro 
digital: 2006486. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018807  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
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Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCCXXIII/2018 (10a.)  
 
REPORTAJE NEUTRAL. PARA QUE SE CUMPLA CON EL REQUISITO DE SU VERACIDAD, ES NECESARIO 
QUE SE CITE LA FUENTE O SE IDENTIFIQUE AL AUTOR MATERIAL DE LO TRANSCRITO. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver los amparos directos 6/2009 
y 16/2012 destacó que el reportaje neutral debe satisfacer dos requisitos: (i) veracidad de la 
declaración; y (ii) relevancia pública de lo informado. La exigencia de que el reportaje neutral cumpla 
con el requisito de veracidad se refiere a la certeza de que la declaración corresponde a un tercero, 
sin que deba confundirse con la veracidad entendida como un límite interno al derecho a la 
información sobre lo difundido, pues incluso si el actor prueba que la información diseminada se 
publicó a sabiendas de su falsedad o mostrando negligencia inexcusable por la verdad o su 
verificación, el medio o periodista resultarán exonerados. Ahora bien, el requisito de veracidad en 
el reportaje neutral se acredita comprobando que el tercero realizó la declaración que se 
transcribió, dado que ésta es en sí misma el hecho noticiable, para lo cual, en la transcripción, 
transmisión o reproducción de la información, deberá citarse la fuente o identificarse al autor 
material a fin de que los destinatarios de la información puedan juzgar sobre la confiabilidad o 
credibilidad del contenido, dado que el medio o periodista no tiene que verificar su exactitud para 
difundirla. Asimismo, permite a la persona que considera que la declaración vulneró sus derechos, 
identificar a los responsables potenciales de ese daño. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2598/2017. José Martín Moreno Durán. 31 de enero de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien votó con el 
sentido pero en contra de las consideraciones y reservó su derecho para formular voto de minoría, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien precisó estar con el sentido pero no 
con todas las consideraciones y Norma Lucía Piña Hernández, quien señaló estar con el sentido pero 
en contra de las consideraciones. Impedido: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018806  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXCV/2018 (10a.)  
 
REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. TOPES MÍNIMOS Y 
MÁXIMOS DE LA CUANTIFICACIÓN DE LAS INDEMNIZACIONES, SU INCONSTITUCIONALIDAD. 
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Al analizar la reparación integral del daño en casos que impliquen violaciones a derechos humanos, 
no se pone énfasis en el repudio de una conducta individual considerada antijurídica sino en el 
impacto multidimensional de un hecho lesivo, incluyendo tanto el sufrimiento de la víctima como la 
cadena de impactos negativos desatada por un hecho. Así, resulta necesario precisar que una 
violación a derechos humanos debe entenderse a partir del principio constitucional de 
indivisibilidad de los derechos, pues para comprender la magnitud del hecho victimizante no debe 
revisarse únicamente la gravedad del daño, sino el impacto que éste pudo tener respecto de otros 
derechos. En efecto, la vulneración a un derecho humano puede traer como consecuencia la 
transgresión a otros, lo cual exige que el órgano jurisdiccional identifique todas las consecuencias 
del hecho victimizante, pues sólo así podrán identificarse los distintos tipos de medidas que serán 
necesarias para reparar el daño. En este sentido, la reparación de una violación a derechos humanos 
exige la contención de las consecuencias generadas y su eventual eliminación o, en caso de no ser 
ésta posible, su disminución, lo que implica que las distintas medidas que forman parte de lo que se 
conoce como reparación integral no deban valorarse bajo un esquema sucesivo, en el cual si una no 
funciona se intenta otra, sino a partir de un enfoque simultáneo, en el que se busque la reparación 
de cada uno de los derechos afectados. Ahora bien, dependiendo de la naturaleza del caso, es 
posible que los procedimientos no permitan el dictado de medidas de distinta naturaleza, pues su 
viabilidad no es idéntica en todas las materias ni en todas las vías, no obstante, ello implica que se 
deban revalorizar las indemnizaciones de modo que se consideren justas o integrales. Así, las 
indemnizaciones serán consideradas justas cuando su cálculo se realice con base en el encuentro de 
dos principios: el de reparación integral del daño y el de individualización de la condena según las 
particularidades de cada caso, incluyendo: 1) la extensión de los daños causados y su naturaleza 
(físicos, mentales o psicoemocionales); 2) la posibilidad de rehabilitación; 3) la pérdida de 
oportunidades, en particular las de empleo, educación y prestaciones sociales; 4) los daños 
materiales (ingresos y el lucro cesante); 5) los daños inmateriales; 6) los gastos de asistencia jurídica 
o de expertos, medicamentos y servicios médicos, psicológicos y sociales; 7) el nivel o grado de 
responsabilidad de las partes; 8) su situación económica; y, 9) las demás características particulares. 
Por ello, el derecho a la reparación integral del daño en casos que afecten derechos humanos es 
incompatible con la existencia de topes, tarifas o montos máximos y mínimos que impidan que la 
cuantificación de una indemnización atienda a las características específicas de cada caso. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5826/2015. 8 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero 
Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
 
 
 



 

28 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2018805  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCCXXXVII/2018 (10a.)  
 
REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. ORIGEN DE SU 
INCORPORACIÓN AL TEXTO CONSTITUCIONAL EN LA REFORMA DE 10 DE JUNIO DE 2011. 
 
En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, desde su promulgación en 1917 y hasta 
el 2000, no existía noción de “reparación del daño”, sino que su regulación se realizó en la legislación 
secundaria. Esta situación cambió paulatinamente con las siguientes cuatro reformas 
constitucionales: (1) la de 21 de septiembre de 2000 que introdujo en el texto del artículo 20 
constitucional, un apartado B, en el que se estableció un elenco mínimo de derechos de las víctimas 
u ofendidos por la comisión de delitos, uno de los cuales fue la facultad de solicitar una reparación 
del daño; (2) la de 14 de junio de 2002 que reformó el artículo 113 constitucional para adicionarle 
un segundo párrafo (que actualmente se encuentra en la parte final del artículo 109), para 
establecer que la responsabilidad del Estado por su actividad administrativa irregular es objetiva y 
directa, y da lugar al pago de una indemnización a favor de la persona que haya resentido el daño; 
(3) la de 18 de junio de 2008 en materia procesal penal que trasladó el catálogo de derechos de las 
víctimas y ofendidos al apartado C del artículo 20 constitucional, e incorporó en su fracción VII, el 
derecho a impugnar determinaciones del Ministerio Público que afecten la obtención de la 
reparación del daño; y (4) la de 29 de julio de 2010 que introdujo en la Constitución Federal el 
fundamento de las acciones colectivas, dejando a la legislación secundaria la regulación de los 
mecanismos de reparación del daño. Ante estas reformas, la legislación secundaria desarrolló el 
contenido de las reparaciones o de la indemnización bajo una base eminentemente civil y con un 
contenido apoyado principalmente en la teoría de las obligaciones. Esta situación cambió con la 
reforma constitucional en esta materia, publicada el 10 de junio de 2011, la cual incluyó en el tercer 
párrafo de su artículo 1o. un catálogo de las obligaciones genéricas y los deberes específicos del 
Estado mexicano en materia de derechos humanos, dentro de los cuales se reconoció la "reparación 
por violaciones a derechos humanos". Al respecto, el deber de "reparar" tales violaciones no fue 
incluido en el dictamen original de reforma elaborado por las Comisiones Unidas de Puntos 
Constitucionales y de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados, sino que surgió hasta el 
dictamen suscrito el 7 de abril de 2010 por las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de 
Estudios Legislativos de la Cámara de Senadores, con opinión de la Comisión de Reforma del Estado, 
sin que la adición fuese objeto de cambios durante el resto del proceso de reforma constitucional. 
Para entender el concepto de "reparación" incorporado a la Constitución, es importante señalar que 
el Senado invocó el concepto de "reparación integral" desarrollado en el marco de las Naciones 
Unidas, partiendo de los "principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves 
del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones". 
 
PRIMERA SALA 
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Amparo directo en revisión 5826/2015. 8 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero 
Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018802  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXXV/2018 (10a.)  
 
REPARACIÓN DE LOS DAÑOS POR VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. DEBE SER JUSTA Y ACORDE A LA 
ENTIDAD DE LA AFECTACIÓN. 
 
La reparación de los daños por violencia intrafamiliar puede demandarse como un caso de 
responsabilidad civil extracontractual regido por el derecho a una justa indemnización. En ese 
sentido la reparación económica que se alcance para subsanar los daños materiales y morales 
generados por la violencia doméstica debe ser justa y acorde a la entidad de la afectación.  
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5490/2016. 7 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018800  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
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Tesis: 1a. CCXCIV/2018 (10a.)  
 
RELATIVIDAD DE LAS SENTENCIAS EN EL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AMBIENTAL. 
 
La especial configuración del derecho a un medio ambiente sano exige la flexibilización de los 
distintos principios del juicio de amparo, entre ellos, la determinación de sus efectos. Uno de los 
principales problemas que enfrenta el juicio de amparo en materia ambiental es la tensión que 
naturalmente se genera entre el otorgamiento de la protección constitucional en esa materia y el 
principio de relatividad de las sentencias, pues generalmente dicha concesión trasciende a la figura 
del quejoso y beneficia a otras personas aun cuando éstas no hubieran acudido a la vía 
constitucional. En este sentido es necesario reinterpretar el principio de relatividad de la sentencias 
con el objeto de dotarlo de un contenido que permita la tutela efectiva del derecho a un medio 
ambiente sano a partir del reconocimiento de su naturaleza colectiva y difusa. Tanto este derecho 
humano como el principio de relatividad de las sentencias, están expresamente reconocidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que su interacción debe ser armónica, 
es decir, la relatividad de las sentencias no puede constituir un obstáculo para la salvaguarda 
efectiva del medio ambiente. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 307/2016. Liliana Cristina Cruz Piña y otra. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Eduardo Aranda Martínez y Natalia Reyes Heroles Scharrer.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018790  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a. CCXLVIII/2018 (10a.)  
 
RECONOCIMIENTO DE UN DETENIDO REALIZADA SIN LA ANUENCIA DEL AGENTE DEL MINISTERIO 
PÚBLICO. 
 
El reconocimiento de un detenido realizado a las afueras de una agencia investigadora, a solicitud 
de los policías remitentes que piden a la víctima acudir a ese lugar para su identificación, sin la 
anuencia del agente del Ministerio Público, debe declararse nulo, al ser una diligencia irregular, al 
evidenciarse, por un lado, que la captura ocurrió en un lugar diverso al de la comisión del delito y, 
por otro, que se incumplió la obligación constitucional de poner de inmediato al imputado a 
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disposición de la autoridad investigadora, al no tratarse de una diligencia que pueda reputarse como 
urgente. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5468/2015. Alejandro Trinidad Cano. 16 de agosto de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018782  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 63/2018 (10a.)  
 
PRUEBA CONFESIONAL EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. DEBE DECLARARSE DESIERTA CUANDO EL 
OFERENTE NO HAYA EXHIBIDO PLIEGO DE POSICIONES Y LA PERSONA QUE HA DE ABSOLVER 
POSICIONES, SIN JUSTIFICACIÓN, NO COMPAREZCA A LA AUDIENCIA DE DESAHOGO. 
 
Del artículo 1390 Bis 41 del Código de Comercio, reformado mediante Decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 9 de enero de 2012, se advierte que la exhibición del pliego de posiciones 
de manera previa a la diligencia de desahogo de la prueba confesional constituye una carga procesal 
del oferente de la prueba, cuyo incumplimiento impide al juzgador tener por confesa a la parte que, 
de forma injustificada, no asista a absolver las posiciones. Ahora bien, del proceso legislativo que 
culminó con la reforma de ese precepto, se advierte que el legislador, ante la omisión del oferente 
de exhibir el pliego cerrado de posiciones, no previó la posibilidad de que se le diera la oportunidad 
de formular posiciones de forma oral; menos aún que, no obstante esa omisión, se declarara confesa 
a la parte que no compareció. Por tanto, cuando en un juicio oral mercantil el oferente de la prueba 
no exhibe de manera precautoria antes de la audiencia un pliego cerrado que contenga posiciones 
y la parte que ha de declarar no se presenta, la prueba confesional debe declararse desierta ante la 
ausencia de posiciones que puedan calificarse de legales. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 199/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Sexto Circuito y el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
17 de octubre de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de 
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los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Melesio Ramos Martínez.  
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el 
amparo directo 581/2013, que dio origen a la tesis aislada VI.2o.C.47 C (10a.), de título y subtítulo: 
“PRUEBA CONFESIONAL EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. DEBE DECLARARSE DESIERTA SI EL 
DEPONENTE NO COMPARECE A LA AUDIENCIA RESPECTIVA Y EL OFERENTE NO EXHIBIÓ, 
PREVIAMENTE, EL PLIEGO DE POSICIONES.”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 9, Tomo III, agosto de 2014, página 1914, con número de registro 
digital: 2007198. 
 
El emitido por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo 
directo 282/2018-II, en el que consideró que de una interpretación del artículo 1390 Bis 41 del 
Código de Comercio, se advertía que cuando en un juicio oral mercantil el oferente de la prueba 
confesional no exhibe antes de la audiencia de desahogo el pliego cerrado que contenga las 
posiciones que deben formularse, no debe declararse desierta la prueba, sino declararse confesa 
fictamente a la persona que debía absolver posiciones; ello dado que el oferente de la prueba puede 
articular posiciones de forma oral en el momento de la audiencia, pues la exhibición del pliego 
cerrado de posiciones constituye una facultad del oferente, no una obligación. 
 
Tesis de jurisprudencia 63/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de diciembre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018781  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCVII/2018 (10a.)  
 
PRINCIPIO PRO PERSONA. SÓLO PUEDE UTILIZARSE EN SU VERTIENTE DE CRITERIO DE SELECCIÓN 
DE INTERPRETACIONES CUANDO ÉSTAS RESULTAN PLAUSIBLES. 
 
De acuerdo con lo previsto en el artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, las normas de derechos humanos se interpretarán y aplicarán 
"favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia", ello implica que el principio 
pro persona opera como un criterio que rige la selección entre: (i) dos o más normas de derechos 
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humanos que, siendo aplicables, tengan contenidos que sea imposible armonizar y que, por tanto, 
exijan una elección; o (ii) dos o más posibles interpretaciones admisibles de una norma, de modo 
que se acoja aquella que adopte el contenido más amplio o la limitación menos restrictiva del 
derecho. Así, es importante que tanto las normas entre las que se elige como las interpretaciones 
que se pretendan comparar sean aplicables en el primer caso y plausibles en el segundo, por ser el 
resultado de técnicas válidas de interpretación normativa. Ahora bien, la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en las jurisprudencias 1a./J. 104/2013 (10a.) y 1a./J. 10/2014 (10a.), 
sostuvo que el principio pro persona no puede entenderse como una exigencia para que se resuelva 
de conformidad con las pretensiones de la parte que lo invoque, ni como un permiso para soslayar 
el cumplimiento a los requisitos de admisibilidad o procedencia de recursos y medios de 
impugnación, aunque sí exige que su interpretación se realice en los términos más favorables a las 
personas. Lo anterior, refleja que el principio pro persona debe beneficiar a quienes participen 
dentro de un procedimiento jurisdiccional, ya que opera como criterio para determinar el 
fundamento, alcances, regulación y límites de los derechos humanos de cada una, según se 
encuentren en juego en un asunto, mientras que su falta de utilización puede ser reclamada en 
juicio por el efecto potencialmente perjudicial que podría tener para la tutela de un derecho 
humano. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 271/2016. Marlene Prada Bautista. 5 de abril de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Nota: La jurisprudencia 1a./J. 104/2013 (10a.), de título y subtítulo: "PRINCIPIO PRO PERSONA. DE 
ÉSTE NO DERIVA NECESARIAMENTE QUE LOS ARGUMENTOS PLANTEADOS POR LOS GOBERNADOS 
DEBAN RESOLVERSE CONFORME A SUS PRETENSIONES.", aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, Tomo 2, octubre de 2013, página 906, con 
el número de registro digital: 2004748 y la jurisprudencia 1a./J. 10/2014 (10a.), de título y subtítulo: 
"PRINCIPIO PRO PERSONA Y RECURSO EFECTIVO. EL GOBERNADO NO ESTÁ EXIMIDO DE RESPETAR 
LOS REQUISITOS DE PROCEDENCIA PREVISTOS EN LAS LEYES PARA INTERPONER UN MEDIO DE 
DEFENSA.", en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de febrero de 2014 a las 11:02 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo I, febrero 
de 2014, página 487, con el número de registro digital: 2005717. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018780  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
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Tesis: 1a. CCVI/2018 (10a.)  
 
PRINCIPIO PRO ACTIONE. EN SU APLICACIÓN A CASOS EN LOS QUE NO EXISTA CLARIDAD RESPECTO 
A SI UN ASUNTO ES O NO JUSTICIABLE, DEBERÁ PREFERIRSE LA PROTECCIÓN DEL DERECHO DE 
ACCESO A LA JURISDICCIÓN. 
 
Los criterios que establecen que en caso de duda debe favorecerse a la parte trabajadora –pro 
operario–, a la parte imputada por la comisión de un delito –pro reo– o a favor de quien intenta una 
acción –pro actione– constituyen cláusulas de cierre que carecen de relación con la selección o 
construcción del derecho aplicable, ya que tiene que ver con la solución de cuestiones referentes al 
sentido de un asunto o a aspectos derivados de éste. Ahora bien, la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación al resolver el amparo en revisión 375/2013, sostuvo que el principio 
in dubio pro actione opera como un criterio para resolver casos de duda en torno a si el Poder 
Judicial debe o no intervenir en el conocimiento de una cuestión, en términos de su justiciabilidad. 
Esto es, los órganos jurisdiccionales deben tener claras las facultades y atribuciones que delimitan 
su ámbito o esfera competencial en función de los medios de impugnación cuyo conocimiento les 
ha sido constitucional y legalmente conferido; sin embargo, en casos donde no exista claridad 
respecto a si un asunto es o no justiciable, debe preferirse la protección del derecho de acceso a la 
jurisdicción. Esto no implica obviar o soslayar requisitos de procedencia o admisibilidad (reglas de 
competencia), ni omitir interpretaciones que resulten más favorables a las personas (principio pro 
persona), sino adoptar un criterio de cierre ante la duda acerca de si un requisito de procedencia –
que ha sido considerado válido según su interpretación más favorable a la persona– se encuentra o 
no acreditado, o si un asunto puede encuadrarse dentro de un supuesto de competencia del órgano 
respectivo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 271/2016. Marlene Prada Bautista. 5 de abril de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018777  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: 1a. CCCXLVI/2018 (10a.)  
 
PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL. SUS ALCANCES. 
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El derecho al debido proceso, reconocido por los artículos 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 8, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
ha sido entendido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos como el necesario para que 
un justiciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus intereses en forma efectiva y en 
condiciones de igualdad procesal con otros justiciables. En ese sentido, la igualdad procesal de las 
partes, inmersa en el derecho al debido proceso, está íntimamente relacionada con el derecho de 
contradicción y constituye el núcleo fundamental del derecho de audiencia que consiste, en esencia, 
en que toda petición o pretensión formulada por una de las partes en el proceso, se comunique a la 
contraria para que ésta pueda prestar a ella su consentimiento o formular su oposición. Así, por el 
principio de igualdad procesal, se procura la equiparación de oportunidades para ambas partes en 
las normas procesales, pero también se erige como una regla de actuación del Juez, el cual, como 
director del proceso, debe mantener, en lo posible, esa igualdad al conducir las actuaciones, a fin 
de que la victoria de una de las partes no esté determinada por su situación ventajosa, sino por la 
justicia de sus pretensiones. Ahora bien, dicho principio no implica una igualdad aritmética o 
simétrica, por la cual sea exigible la exactitud numérica de derechos y cargas para cada una de las 
partes, sino que lo que este principio demanda es una razonable igualdad de posibilidades en el 
ejercicio de sus pretensiones, de modo que no se genere una posición sustancialmente desventajosa 
para una de ellas frente a la otra; de ahí que las pequeñas desigualdades que pueda haber, 
requeridas por necesidades técnicas del proceso, no quebrantan el principio referido. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 308/2017. Julio César García López. 7 de marzo de 2018. Mayoría de 
tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien precisó que está conforme con las 
consideraciones contenidas en la presente tesis y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya 
Meléndez Almaraz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018773  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CXCVII/2018 (10a.)  
 
PRESCRIPCIÓN NEGATIVA. PLAZOS APLICABLES EN CASOS DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL DERIVADA DE AFECTACIONES A LA VIDA O A LA INTEGRIDAD. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el amparo directo en revisión 
2525/2013, interpretó los artículos 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados 
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Unidos Mexicanos y 8.1 y 14.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y consideró 
que del derecho de acceso a la jurisdicción derivan los principios de justicia pronta, completa, 
imparcial y gratuita. A su vez, determinó que el primero de esos principios "da seguridad y certeza 
jurídica al propio gobernado", lo cual conduce a explicar la relevancia de la prescripción negativa 
destacando que, "aunque pudiera parecer contraria a la equidad natural, ... ‘la ley presume’ que 
quien lleva su negligencia hasta el grado de no reclamar o hacer uso de sus derechos en cierto 
tiempo, es porque los abandonó". Esta doctrina se reiteró en el amparo directo en revisión 
2746/2013, en el que se calificó a la prescripción liberatoria o negativa, como corolario del principio 
de seguridad jurídica, resaltando que garantiza previsibilidad respecto a los derechos y obligaciones 
de las personas, sin la cual éstas se sumirían en un estado de incertidumbre. Ahora bien, en el caso 
de la responsabilidad civil extracontractual derivada de afectaciones a la vida o a la integridad, la 
doctrina relacionada con prescripción negativa comprende dos líneas jurisprudenciales 
compatibles. La primera se refiere al inicio del plazo para el ejercicio de la acción por daños, pues, 
aunque resulta aplicable la regla general referente a que ello ocurre cuando los daños hayan cesado, 
deben considerarse ciertos matices cuando esté en riesgo la integridad, ya que, en términos de lo 
resuelto en la contradicción de tesis 319/2010, es necesario que el daño sea conocido; en el mismo 
tenor, en el amparo directo en revisión 809/2014 se precisó que pueden existir casos en los que sea 
imposible determinar en un solo momento las implicaciones de un daño, como ocurre cuando se 
reclamen "daños neurológicos" cuyas consecuencias y secuelas requieren, a veces, de distintas 
valoraciones, sin que ello haga imprescriptible la acción. La segunda línea jurisprudencial se refiere 
al plazo que resulta aplicable, más allá del momento en que inicie; en relación con este punto la 
Primera Sala del Alto Tribunal, al resolver el amparo directo en revisión 2525/2013 estimó razonable 
que las acciones de responsabilidad civil extracontractual tengan plazos para su ejercicio más 
reducidos que los previstos de manera genérica, pues la inexistencia de un acuerdo de voluntades 
preexistente conlleva la indefinición de las obligaciones surgidas, lo que, a su vez, puede conducir a 
que los elementos de prueba resulten efímeros. No obstante, destacó que la proporcionalidad del 
plazo dependerá de los derechos o intereses lesionados, así como de la gravedad o intensidad de la 
afectación. Así, resulta fundamental reparar en si en un caso, la afectación se proyecta sobre 
derechos meramente patrimoniales o sobre derechos como la vida o la integridad, máxime cuando, 
en el segundo supuesto, es previsible que las personas se preocupen primero por recuperarse y 
luego por demandar la reparación del daño causado, lo cual no ocurre cuando se afectan solamente 
derechos patrimoniales. Consecuentemente, aquellas legislaciones que prevén plazos de acción 
reducidos para los casos de responsabilidad civil extracontractual –como ocurre con los artículos 
1934 del Código Civil para el Distrito Federal y el 7.178 del Código Civil del Estado de México– son 
aplicables a daños estrictamente patrimoniales, mientras que las acciones que reclamen daños a la 
vida o a la integridad deberán regirse por los plazos genéricos más amplios. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4865/2015. Francisco Reyes Gómez. 15 de noviembre de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018769  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXCIII/2018 (10a.)  
 
PROYECTOS CON IMPACTO AMBIENTAL. LA FALTA DE EVALUACIÓN DE RIESGOS AMBIENTALES EN 
SU IMPLEMENTACIÓN, VULNERA EL PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN. 
 
En términos del artículo 15 de la Convención de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, 
conforme al principio de precaución, cuando la experiencia empírica refleja que una actividad es 
riesgosa para el medio ambiente, resulta necesario adoptar todas las medidas indispensables para 
evitarla o mitigarla, aun cuando no exista certidumbre sobre el daño ambiental. Este principio 
demanda una actuación estatal ante la duda de que una actividad pueda ser riesgosa. En 
congruencia con lo anterior, una evaluación de riesgos ambientales es una condición necesaria para 
la implementación de cualquier proyecto con impacto ambiental y, consecuentemente, su ausencia 
constituye, en sí misma, una vulneración a este principio. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 307/2016. Liliana Cristina Cruz Piña y otra. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Eduardo Aranda Martínez y Natalia Reyes Heroles Scharrer.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018765  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. CXLVII/2018 (10a.)  
 
PROCESO DE INTERDICCIÓN. EL DERECHO DE AUDIENCIA DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD NO 
SE SATISFACE CON LAS MANIFESTACIONES HECHAS POR EL TUTOR. 
 
El proceso de incapacitación o interdicción implica una injerencia en las posibilidades de actuación 
de la persona y por ello supone una limitación de sus derechos fundamentales: no puede de ninguna 
manera admitirse bajo el modelo social y de derechos humanos que el derecho de audiencia de la 
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persona con discapacidad se satisfaga por las manifestaciones que hace el tutor. El examen personal 
y directo por el juez, así como posibilitar su participación en cualquier proceso judicial en el que se 
vea involucrada una persona con discapacidad debe considerarse parte esencial del mismo, que 
tiene como fundamento el igual reconocimiento como persona ante la ley y el acceso a la justicia de 
las personas con discapacidad, a que se refieren los artículos 12 y 13 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1043/2015. Blanca Estela González Escamilla. 29 de marzo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018764  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. CXLVI/2018 (10a.)  
 
PROCESO DE INTERDICCIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD. AL CONSTITUIR UN ACTO DE 
PRIVACIÓN DEBE GARANTIZARSE EL DERECHO DE AUDIENCIA. 
 
El proceso de incapacitación o interdicción implica una injerencia en las posibilidades de actuación 
de la persona y por ello supone una limitación de sus derechos fundamentales: con base en la 
presunción de incapacidad se toman decisiones fundamentales que producen una afectación de tal 
envergadura que, a juicio de la Primera Sala, constituyen un acto de privación, sin que en la 
legislación procesal civil se prevea la intervención de la persona con discapacidad para alegar y 
probar lo que a su derecho convenga, así como para manifestar sus preferencias y voluntad: conocer 
la voluntad y preferencias de la persona con discapacidad resulta esencial, así como posibilitar su 
participación en el proceso judicial, cualquiera que éste sea. El juzgador debe ser especialmente 
cuidadoso para que se cumplan las formalidades del procedimiento, entre las que destaca el 
derecho de audiencia, pues de lo contrario se estaría en franca violación de los derechos de la 
persona involucrada, con graves repercusiones en el goce y ejercicio de todos sus demás derechos. 
No puede aceptarse de manera alguna que al estar involucrada una persona con discapacidad, so 
pretexto precisamente de su discapacidad, ni siquiera se contemple la posibilidad de oírla, 
vulnerando con ello las formalidades esenciales del procedimiento, el derecho de acceso a la justicia 
y el principio de igualdad y no discriminación. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1043/2015. Blanca Estela González Escamilla. 29 de marzo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018755  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a. CCLXXX/2018 (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO. SE EXCLUYE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN 
PROBATORIA. 
 
Cuando se da inicio al procedimiento abreviado, a partir de la posición en la que el imputado se 
coloca, se excluye la aplicación del principio de contradicción probatoria reconocido en el artículo 
20 constitucional. Ello, porque ya no estará en debate demostrar la comisión del hecho delictivo ni 
la culpabilidad del acusado mediante elementos de prueba; pues las partes convienen en tener 
estos presupuestos como hechos probados a partir de los datos que sustentan la acusación con la 
finalidad de que la autoridad judicial esté en condiciones de dictar sentencia. Mientras que en el 
procedimiento ordinario tiene lugar la etapa intermedia en la que se depuran las pruebas y los 
hechos que serán materia de desahogo y cuestionamiento en el juicio oral en un escenario de 
contradicción probatorio; en el procedimiento especial abreviado no existen las etapas de 
ofrecimiento y producción de prueba. Así, en el procedimiento abreviado es el acusado quien 
reconoce los hechos materia de la acusación. Por lo tanto, renuncia al derecho a tener un juicio oral 
en el que pueda ejercer el derecho de contradicción probatoria. En consecuencia, el sujeto acepta 
que sea juzgado bajo las reglas procesales especiales que rigen el procedimiento de terminación 
anticipada del proceso, que tiene como base su reconocimiento de culpabilidad respecto del delito 
materia de la acusación. Por ende, la decisión sobre la procedencia del procedimiento abreviado no 
depende del ejercicio de valoración de los datos de prueba con los que el Ministerio Público sustentó 
la acusación para afirmar al acreditamiento del delito y la demostración de culpabilidad del acusado. 
Es decir, en este procedimiento el juez de control no tiene por qué realizar un juicio de contraste 
para ponderar el valor probatorio de cada elemento y de este resultado formarse convicción sobre 
la culpabilidad o inocencia del sentenciado. Ello está fuera de debate porque así lo convinieron las 
partes, pues de no ser así carece de sentido la previsión del procedimiento abreviado como medio 
anticipado de solución de la controversia jurídico penal. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2018/2018. Diego Francisco Gaxiola Rangel y otro. 10 de octubre de 
2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Gabino González Santos. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018752  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXCII/2018 (10a.)  
 
PERSPECTIVA DE GÉNERO. FORMA EN LA QUE EL JUZGADOR DEBE APLICAR ESTA DOCTRINA AL 
DICTAR LAS MEDIDAS DE REPARACIÓN. 
 
De conformidad con la tesis aislada 1a. XCI/2015 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "ALIMENTOS. SU OTORGAMIENTO DEBE 
REALIZARSE CON BASE EN UNA PERSPECTIVA DE GÉNERO.", la obligación de juzgar con perspectiva 
de género se actualiza de oficio, pues se encuentra implícita en las facultades jurisdiccionales de 
quienes imparten justicia, y su cumplimiento exige la aplicación de una metodología centrada en la 
necesidad de detectar posibles situaciones de desequilibrio de poder entre las partes –mas no 
necesariamente presentes– como consecuencia de su género, seguida de un deber de cuestionar la 
neutralidad de las pruebas y el marco normativo aplicable, así como de recopilar las pruebas 
necesarias para visualizar el contexto de violencia o discriminación y, finalmente, resolver los casos 
prescindiendo de cualquier tipo de cargas estereotipadas que resulten en detrimento de mujeres u 
hombres. Al trasladar esta doctrina al contexto de las reparaciones, es evidente que la perspectiva 
de género exige partir de la idea de que la exclusión de género preexiste a las violaciones a derechos 
humanos y, desafortunadamente, se agrava durante y después de éstas. Así, la aplicación de dicha 
doctrina, al momento de dictar medidas de reparación, exige formular algunas preguntas básicas, 
que impactarán la forma en la que se construye la verdad detrás de un asunto: i) ¿cuál fue el daño?; 
ii) ¿quién lo cometió?; iii) ¿contra quién se cometió?; iv) ¿cuál fue su impacto específico y 
diferenciado?; y, v) ¿cuál fue su impacto primario y secundario? Lo anterior tiene como finalidad 
generar los remedios necesarios para hacer frente a un hecho victimizante cuyo surgimiento puede 
ser por razones de género o que puede haber tenido repercusiones agravadas con motivo del sexo, 
género u orientación sexual de la víctima. 
 
PRIMERA SALA 
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Amparo directo 50/2015. 3 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Nota: La citada tesis 1a. XCI/2015 (10a.), se publicó en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 27 de febrero de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 15, Tomo II, febrero de 2015, página 1383, con número de registro digital: 
2008544. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018751  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXCVI/2018 (10a.)  
 
PERSONAS, PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. LA PROTECCIÓN QUE EXIGE EL ARTÍCULO 2o., 
APARTADO A, FRACCIÓN VIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, IMPLICA EL RECONOCIMIENTO DE DISTINTOS SISTEMAS NORMATIVOS 
CONFORMADOS POR DISPOSICIONES JURÍDICAS NACIONALES E INTERNACIONALES Y USOS Y 
COSTUMBRES DE AQUÉLLOS. 
 
En el precepto constitucional mencionado se establece que: "... en todos los juicios y procedimientos 
en que sean parte, individual o colectivamente, se deberá tomar en cuenta sus costumbres y 
especificidades culturales respetando los preceptos de esta Constitución", fórmula que está 
nítidamente separada en el texto constitucional de la exigencia consistente en que "... los indígenas 
tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan 
conocimiento de su lengua y cultura". Lo cual evidencia que el cumplimiento de la obligación de 
considerar las especificidades y costumbres de los pueblos originarios no se agota en la necesaria 
traducción, interpretación y nivelación lingüística y cultural de los procesos judiciales, esto es, volver 
inteligibles los procesos judiciales previstos en la jurisdicción del Estado central para las personas, 
pueblos y comunidades indígenas, ni con el despacho de los asuntos que les conciernen en la 
jurisdicción indígena cuando esto es posible. Sino que la exigencia prevista en la fracción VIII del 
artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos implica el reconocimiento 
de la multiculturalidad que caracteriza a la Nación Mexicana y, por tanto, de la existencia y vigencia 
de distintos sistemas normativos dentro del territorio nacional: un sistema normativo conformado 
por las disposiciones jurídicas nacionales e internacionales del Estado central, y otro conformado 
por los usos y costumbres de los distintos pueblos y comunidades que habitan nuestro país, los 
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cuales incluso podrían estimarse simultáneamente aplicables para el caso de las personas, pueblos 
y comunidades indígenas, de acuerdo con su especificidad cultural y particular pertenencia étnica. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5465/2014. 26 de abril de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: M. G. Adriana Ortega Ortiz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018750  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCCI/2018 (10a.)  
 
PERSONAS, PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EXIGENCIAS PARA EL ACCESO A LA JUSTICIA 
PENAL DESDE UNA PERSPECTIVA INTERCULTURAL. 
 
Para otorgar eficacia al derecho a acceder plenamente a la jurisdicción del Estado en el que sean 
consideradas las costumbres y especificidades culturales de las personas indígenas, en el ámbito del 
proceso penal, se debe determinar cuatro cuestiones: i. Verificar la existencia y vigencia de la 
costumbre en los términos alegados por la persona imputada; esto es, si la conducta de que se trata 
se refiere a una práctica de la comunidad de la que proviene la persona inculpada. Para ello, las 
autoridades judiciales pueden allegarse periciales antropológicas u otros medios de prueba lícitos, 
como actas de la comunidad o consejos de ancianos; ii. Considerar las particulares necesidades de 
protección del sujeto de derecho y el contexto cultural en que éste se desarrolla y ocurre la 
conducta, esto es: a) tomar en consideración las características propias que diferencian a los 
miembros de los pueblos indígenas de la población en general y que conforman su identidad cultural 
al momento de interpretar los derechos que les asisten; b) garantizar la presencia de un defensor y 
de un intérprete de la lengua y de la cultura indígena a la que pertenece la persona, pueblo o la 
comunidad en cuestión, y c) facilitar la defensa adecuada y promover la participación de la persona, 
pueblo o comunidad indígena dotándole de información, en su lengua y de conformidad con su 
cultura, sobre el estado del proceso judicial en que intervienen; iii. Determinar si la costumbre 
documentada, resulta válida; es decir, no contraviene las prohibiciones absolutas en materia de 
derechos humanos, ni ocasiona una restricción ilegítima que no pueda justificarse como necesaria 
en una sociedad multicultural, y iv. Precisar qué papel tiene la costumbre en el proceso judicial. Así, 
en el proceso penal, se debe determinar en qué elemento del delito debe ponderarse la costumbre 
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o especificidad indígena, esto es, decidir si constituye una excluyente de responsabilidad, una 
atenuante o si debe evaluarse para efectos del establecimiento de la pena. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5465/2014. 26 de abril de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: M. G. Adriana Ortega Ortiz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018746  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXLIV/2018 (10a.)  
 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN. 
 
El principio de igualdad y no discriminación se proyecta sobre todos los demás derechos dándoles 
un matiz propio en el caso en que se vean involucradas personas con discapacidad. Para la Primera 
Sala, desde esta perspectiva es preciso analizar todo el andamiaje jurídico cuando se ven 
involucrados derechos de las personas con discapacidad. Para ello se requiere tomar en cuenta las 
dimensiones o niveles de la igualdad y no discriminación, que abarcan desde la protección efectiva 
contra abusos, violencia, explotación, etcétera, basadas en la condición de discapacidad; la 
realización efectiva de la igualdad de trato, es decir, que la condición de discapacidad no constituya 
un factor de diferenciación que tenga por efecto limitar, restringir o menoscabar para las personas 
con discapacidad derechos reconocidos universalmente, y, finalmente, que se asegure la igualdad 
de oportunidades, así como el goce y ejercicio de derechos de las personas con discapacidad. En 
este sentido, nos encontramos ante una nueva realidad constitucional en la que se requiere dejar 
atrás pautas de interpretación formales que suponen una merma en los derechos de las personas 
con discapacidad, lo cual implica cierta flexibilidad en la respuesta jurídica para atender las 
especificidades del caso concreto y salvaguardar el principio de igualdad y no discriminación. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1043/2015. Blanca Estela González Escamilla. 29 de marzo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: 



 

44 
 

Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018739  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXXXIII/2018 (10a.)  
 
PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL. EL ARTÍCULO 943 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, NO VULNERA EL DERECHO DE 
AUDIENCIA PREVIA. 
 
La Primera Sala del Alto Tribunal al resolver el amparo en revisión 311/2015, reconoció que la 
distinción entre actos privativos y de molestia puede resultar menos clara si se reflexiona que 
existen restricciones temporales que pueden generar, durante el lapso en que se encuentren 
vigentes, una disminución, menoscabo o supresión definitiva de derechos, la cual resulte 
irreparable; así mismo, se sostuvo que mientras la medida tenga una finalidad provisional, ésta será 
considerada como acto de molestia; precisando que es posible que las restricciones –temporales 
por concepto– generen, momento a momento, afectaciones que, consideradas individualmente, 
resulten irreparables. Ahora bien, la pensión alimenticia provisional, prevista en el artículo 943 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, será 
considerada un acto de molestia aun cuando la parte deudora no pueda exigir la devolución de 
aquellas cubiertas durante la vigencia de la medida cautelar, con independencia de que al final 
pudiese decretarse la improcedencia de la pensión definitiva. En efecto, el acto seguirá 
considerándose de molestia si cada una de esas afectaciones, definitivas bajo una noción de 
irreparabilidad, forma parte de una medida de naturaleza temporal o transitoria, lo cual depende 
de que se haya dictado durante la tramitación de un procedimiento –entendido en sentido amplio–
, cuya conclusión necesariamente implicará la emisión de un nuevo acto de autoridad que la deje 
sin efectos. Consecuentemente, el artículo citado al prever la pensión alimenticia provisional, no 
vulnera el derecho de audiencia previa contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, toda vez que regula una medida cautelar cuya vigencia temporal le 
confiere necesariamente el carácter de acto de molestia, por lo que no admite la posibilidad de 
otorgar audiencia previa a la parte deudora alimentaria. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1272/2015. Alejandro Romero Ayón. 18 de mayo de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, 
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Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018738  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCXII/2018 (10a.)  
 
PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL. CONTRA EL AUTO QUE LA DECRETA PROCEDE EL RECURSO DE 
REVOCACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO, VIGENTE HASTA EL 6 DE MARZO DE 2010). 
 
De los artículos 1.192, 1.362, 1.366, 1.375, 1.378, 2.137 y 2.139, estos dos últimos vigentes hasta el 
6 de marzo de 2010, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México, deriva que las 
resoluciones que tienen el carácter de autos provisionales sólo serán apelables cuando 
expresamente lo disponga ese código, de lo que se infiere que en todos aquellos casos en los que 
no se establezca dicha circunstancia, procederá el recurso de revocación ante el Juez que dicta el 
auto. Por lo tanto, los autos a través de los cuales el juzgador fija la pensión alimentaria provisional 
son revocables, toda vez que el código procesal sólo señala que serán apelables las “sentencias que 
concedan alimentos”, lo que se traduce, necesariamente, en una resolución que deriva de la 
tramitación de un incidente (interlocutoria) o de la que decida la controversia en el fondo 
(definitiva), en términos de la clasificación que el propio ordenamiento hace de los tipos de 
resolución judicial, pero no contra autos provisionales relativos al otorgamiento de alimentos, en 
tanto no prevé, específicamente, que sean apelables. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 322/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 21 de junio de 2017. La 
votación se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela 
Eleonora Cortés Araujo. 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no resuelve el tema de la contradicción planteada. 
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Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018737  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCXIII/2018 (10a.)  
 
PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL. CONTRA EL AUTO QUE LA DECRETA, PROCEDE EL RECURSO 
DE APELACIÓN (LEGISLACIÓN APLICABLE EN LA CIUDAD DE MÉXICO, VIGENTE EN 2011). 
 
De los artículos 79, 94, 684, 688, 691 y 700 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal (aplicable para la Ciudad de México), deriva que el recurso de apelación procederá contra 
las resoluciones que no puedan ser revocadas o regularizadas; lo que implica que las identificadas 
como autos e interlocutorias serán apelables siempre que lo sea la definitiva. Por lo tanto, contra el 
auto que decreta la pensión alimenticia provisional procede el recurso de apelación; pues el código 
procesal local dispone que contra las sentencias definitivas de esa naturaleza procede la apelación 
en el efecto devolutivo y que las "resoluciones" de alimentos que fueren apeladas se ejecutarán sin 
fianza. Luego, se deduce que al ser procedente la apelación en contra de la sentencia definitiva de 
alimentos, también lo es contra los autos e interlocutorias en los juicios que involucren su 
otorgamiento, porque el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal reconoce que las 
"resoluciones" sobre alimentos son apelables y dicho término no puede ceñirse exclusivamente a 
sentencias, sino que también abarca a los autos que se dicten en la contienda. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 322/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 21 de junio de 2017. La 
votación se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela 
Eleonora Cortés Araujo. 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no resuelve el tema de la contradicción planteada. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018735  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCCXXXVI/2018 (10a.)  
 
PENSIÓN ALIMENTICIA PARA MENORES DE EDAD. PARA FIJAR SU MONTO, LAS AUTORIDADES 
JURISDICCIONALES DEBEN EJERCER SUS FACULTADES PROBATORIAS A FIN DE ATENDER A LA 
DETERMINACIÓN REAL Y OBJETIVA DE LA CAPACIDAD ECONÓMICA DEL DEUDOR ALIMENTARIO. 
 
La protección alimentaria prevista en el artículo 27 de la Convención sobre los Derechos del Niño, 
en consonancia con el mandato de vigilar el interés superior de la infancia, reconocido en el artículo 
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, requiere de las autoridades 
jurisdiccionales encargadas de resolver los asuntos relativos al tema, la determinación real y 
objetiva de la capacidad económica del deudor alimentario, la que no se limita necesariamente al 
ingreso reportado o declarado en el juicio, sino que debe estar referida a todo tipo de ingresos, esto 
es, tanto a rentas de capital como del trabajo, cubriendo todos los recursos que tiene la persona 
para satisfacer sus necesidades materiales, sin que tal ejercicio pueda quedar a expensas de la 
conducta procesal de las partes. En ese sentido, en caso de cuestionamiento o controversia sobre 
esa capacidad económica, el juez está obligado a recabar de oficio las pruebas necesarias que le 
permitan determinar de manera precisa las posibilidades y medios económicos del deudor 
alimentario, como son, a manera de ejemplo, los estados de cuenta bancarios, las declaraciones de 
impuestos ante el fisco, informes del Registro Público de la Propiedad y todos aquellos que permitan 
referir su flujo de riqueza y nivel de vida. En el entendido, de que en la fijación del monto de la 
pensión alimenticia en todo momento debe regir el principio de proporcionalidad y atenderse a los 
demás derechos involucrados en el juicio, como son la igualdad, la certeza jurídica y el derecho al 
mínimo vital, así como los derechos de otros acreedores alimentarios, de ser el caso. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3360/2017. 21 de febrero de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena 
Orozco y Villa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018727  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXCIV/2018 (10a.)  
 
MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA. CUANDO SE ENCUENTRAN EN ALBERGUES PÚBLICOS, EL ESTADO 
TIENE UNA POSICIÓN ESPECIAL DE GARANTE. 
 
De conformidad con la Recomendación General No. 19, sobre "La violencia contra la mujer" del 
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Cedaw) y, el artículo 8 de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, el 
Estado tiene la obligación de prestar a las mujeres víctimas de violencia el servicio de refugios, 
dentro de los cuales personal capacitado brinde servicios especializados y gratuitos que 
comprendan, entre otros, hospedaje, servicio médico, asesoría jurídica y apoyo psicológico. 
Consecuentemente, es evidente que la vida e integridad de las personas que ingresan a refugios o 
albergues para mujeres víctimas de violencia, quedan bajo un especial cuidado del personal adscrito 
a dichos lugares. Ahora bien, el Estado mexicano, entendido en todos los niveles de gobierno tiene 
la obligación de contar con albergues o refugios para atender a mujeres en situación de violencia, 
lo cual implica que asume un deber reforzado de velar por la salud e integridad de las personas 
atendidas. Al respecto, el debido funcionamiento de este tipo de lugares es crucial en el proceso de 
empoderamiento de las mujeres, pues sin ellos pueden verse disminuidas o simplemente anuladas 
las posibilidades de romper con los ciclos de violencia doméstica que en muchos casos pueden tener 
consecuencias fatales. Esto es, la lucha por la igualdad y por la realización del derecho de las mujeres 
de acceder a una vida libre de violencia difícilmente se podrá materializar en la medida en la que no 
existan, entre muchas otras cosas, normas, instituciones y procedimientos que ayuden a prevenir la 
violencia y a actuar para su protección en aquellas situaciones en las que ésta ya haya ocurrido o se 
esté presentando. Lo expuesto está contenido en los artículos 8, 51, 54, 55 y 56 de la Ley General 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, ordenamiento que se encuentra encaminado 
a implementar y fortalecer los estándares internacionales mencionados. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 50/2015. 3 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018720  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
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Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCCXXI/2018 (10a.)  
 
MATRIMONIO CELEBRADO BAJO EL RÉGIMEN DE SEPARACIÓN DE BIENES. ELEMENTOS QUE DEBE 
REVISAR LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL AL DETERMINAR LA ADMINISTRACIÓN Y PROPIEDAD DE 
LOS BIENES ADQUIRIDOS. 
 
Aunque los mecanismos compensatorios tienen por objeto descartar la posibilidad de un 
enriquecimiento injusto por parte de uno de los cónyuges y garantizan que ambos tengan acceso 
por igual a los productos generados por el esfuerzo común, entendido el trabajo en el hogar y 
cuidado como parte de ese esfuerzo común, con independencia de que el matrimonio se entienda 
celebrado bajo el régimen de separación de bienes, en algunos casos específicos y excepcionales, y 
siempre con la finalidad de no comprometer la sobrevivencia del cónyuge desaventajado, de evitar 
un enriquecimiento o empobrecimiento injusto o la comisión de actos de violencia patrimonial 
basada en el género, podría resultar adecuado, incluso, que los bienes que se adquieran con el 
esfuerzo conjunto de los cónyuges casados bajo el régimen de separación de bienes se reputaran 
total o parcialmente dentro de la esfera de propiedad y administración de ambos. Esto, a partir del 
examen del número, valor y destino de los bienes adquiridos; de las aportaciones económicas de 
ambos cónyuges para su adquisición –entendiendo como aportación económica también el 
esfuerzo del cónyuge que asume el trabajo en el hogar y el cuidado de las personas dependientes 
de acuerdo con la intensidad, alcance y extensión de esa dedicación–; la cantidad y proporción de 
las aportaciones económicas concretas para bienes específicos; las circunstancias que les permiten 
a los cónyuges adquirir bienes, así como las condiciones y circunstancias de cada adquisición en 
particular. Esta determinación exigiría también que la autoridad jurisdiccional revisara si el orden 
social de género incidió en la calidad y cantidad de las aportaciones de los cónyuges, en el modo y 
tiempo de las adquisiciones de sus bienes comunes y personales, las decisiones y oportunidad de 
las enajenaciones, el valor y cuantía de sus patrimonios personales, y la forma en que determinados 
bienes pueden caracterizarse como producto de un esfuerzo común y, por tanto, originar una 
copropiedad entre los esposos respecto de ellos, aun cuando los hubieren adquirido a título 
personal durante la vigencia del matrimonio celebrado bajo el régimen de separación de bienes. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2730/2015. Rebeca Rocha Aranda, su sucesión. 23 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018717  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCXXVII/2018 (10a.)  
 
MANDATO DE PROTECCIÓN A LA FAMILIA. EXIGE QUE EL MECANISMO DE COMPENSACIÓN 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4.46, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO 
OPERE AL TÉRMINO DE UNA RELACIÓN DE CONCUBINATO. 
 
La doctrina constitucional de este alto tribunal respecto de la figura de la compensación es 
consistente en el sentido de que se trata de un mecanismo resarcitorio que surge ante la necesidad 
de subsanar un desequilibrio generado al interior de la familia, derivado de que uno de los miembros 
de la pareja asumió determinadas cargas domésticas y de cuidado en mayor medida que el otro. 
Reconociendo que esta figura fue creada en el marco de la disolución del vínculo matrimonial, en el 
amparo directo en revisión 4355/2015, esta Primera Sala estableció que no existe una razón 
constitucionalmente legítima para excluir a los concubinos de la compensación, pues las parejas de 
hecho comparten los mismos fines que el matrimonio, en tanto es un vínculo con vocación de 
permanencia del cual se predica afectividad, solidaridad y ayuda mutua, por lo que merecen la 
misma protección estatal. En este sentido, la distribución de funciones dentro de una familia 
conformada a través de un concubinato puede generar el mismo desequilibrio que la institución de 
la compensación busca resarcir. Bajo esta lógica, resulta evidente que el mecanismo previsto en el 
artículo 4.46 del Código Civil del Estado de México le es aplicable a cualquier concubino que acredite 
haberse dedicado a las labores del hogar de manera cotidiana y con base en este precepto, puede 
solicitar la repartición de los bienes acumulados durante la vigencia de la relación de hecho. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 7470/2017. 4 de julio de 2018. Cinco votos de los Ministros José Ramón 
Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena 
Orozco y Villa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018712  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCCXXII/2018 (10a.)  
 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. REPORTAJE NEUTRAL, SU DEFENSA EN CASO DE RESPONSABILIDAD CIVIL. 
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Un "reportaje neutral" es una manifestación o expresión de información que el medio de 
comunicación realiza en el que se da cuenta de manera exacta e imparcial de declaraciones o 
afirmaciones de terceros cuyo contenido sea de interés público. En este supuesto, el medio de 
comunicación debe ser eximido de responsabilidad civil por lo transcrito, a pesar de que se haya 
demostrado que la información difundida es falsa o que se tuvo una temeraria despreocupación por 
la verdad y su verificación. La racionalidad sobre la existencia de esta defensa o excepción descansa 
en que el medio de comunicación o periodista se limita a transcribir la declaración noticiable 
realizada por otro, por lo que no la presenta como propia. En consecuencia, no puede ni debe 
considerarse que la única intención de la presentación de la información sea dañar, sino que debe 
concluirse que se pretende informar un hecho noticiable en sí mismo, esto es, el hecho de que un 
tercero ha realizado una declaración con cierto contenido. En este sentido, se asume que 
responsabilizar a los periodistas y medios de comunicación por transcribir declaraciones noticiables 
de terceros sería una limitación injustificada del derecho a la información, ya que impediría que la 
sociedad se entere de hechos de relevancia pública (el hecho de que cierta fuente realizó una 
declaración o afirmación) en todos los casos en los que los periodistas consideran que lo dicho por 
el tercero es falso o en los casos en los que no pueden realizar ninguna acción para verificar la verdad 
de lo expresado (por ejemplo, cuando las declaraciones únicamente contienen opiniones, que no 
pueden ser verdaderas ni falsas). Podría también suceder que comprobar las afirmaciones o 
declaraciones realizadas por un tercero sea posible, pero hacerlo tendría la consecuencia de que la 
noticia sobre que la declaración tuvo lugar no se transmita a la sociedad de manera oportuna. Lo 
central es, entonces, la consideración de que responsabilizar a los periodistas por publicar de 
manera neutral declaraciones noticiables de terceros generaría un efecto disuasivo que 
obstaculizaría la contribución de la prensa a las discusiones de importancia pública, por lo que no 
podría justificarse como una limitación necesaria en una sociedad democrática. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2598/2017. José Martín Moreno Durán. 31 de enero de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien votó con el 
sentido pero en contra de las consideraciones y reservó su derecho para formular voto de minoría, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien precisó estar con el sentido pero no 
con todas las consideraciones y Norma Lucía Piña Hernández, quien señaló estar con el sentido pero 
en contra de las consideraciones. Impedido: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018711  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCCXXIV/2018 (10a.)  
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA INFORMACIÓN SOBRE EL COMPORTAMIENTO DE FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS DURANTE SU GESTIÓN NO PIERDE SU CARÁCTER DE HECHO DE INTERÉS PÚBLICO POR EL 
MERO TRANSCURSO DEL TIEMPO. 
 
En la doctrina constitucional de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre la libertad de 
expresión, la Primera Sala del Alto Tribunal ha hecho suyo el denominado "sistema dual de 
protección" desarrollado en la jurisprudencia interamericana, conforme al cual, los límites de la 
crítica son más amplios si ésta se refiere a personas que por dedicarse a actividades públicas o por 
el rol que desempeñan en una sociedad democrática, están expuestas a un control más riguroso de 
sus actividades y manifestaciones que aquellos particulares sin proyección pública alguna. Ahora 
bien, el acento de este umbral diferente de protección no se asienta en la calidad del sujeto, sino 
en el carácter de interés público que conllevan sus actividades o actuaciones. Por tanto, si bien es 
cierto que estas personas no estarán sometidas a un mayor escrutinio de la sociedad en su honor o 
privacidad durante toda su vida, sino sólo mientras realicen funciones públicas o estén involucradas 
en temas de relevancia pública, también lo es que tampoco podría afirmarse que la información 
consistente en que un individuo fue acusado hace más de treinta años de cometer un delito en 
perjuicio de una dependencia del Estado cuando fue servidor público carezca de interés para la 
sociedad. Así, la información sobre el comportamiento de funcionarios públicos durante su gestión 
no pierde relevancia por el mero transcurso del tiempo y, por tanto, no pierde su carácter de hecho 
de interés público; por el contrario, es justamente el seguimiento ciudadano sobre la función pública 
a lo largo de los años lo que fomenta la transparencia de las actividades estatales y promueve la 
rendición de cuentas por aquellos que tienen ese tipo de responsabilidades. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2598/2017. José Martín Moreno Durán. 31 de enero de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien votó con el 
sentido pero en contra de las consideraciones y reservó su derecho para formular voto de minoría, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien precisó estar con el sentido pero no 
con todas las consideraciones y Norma Lucía Piña Hernández, quien señaló estar con el sentido pero 
en contra de las consideraciones. Impedido: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018710  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: 1a./J. 77/2018 (10a.)  
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LIBERTAD CAUCIONAL EN AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. DE ACUERDO CON LA REFORMA 
AL ARTÍCULO 191 DE LA LEY DE AMPARO, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 
17 DE JUNIO DE 2016, LA AUTORIDAD RESPONSABLE, UNA VEZ DECRETADA LA SUSPENSIÓN DEL 
ACTO RECLAMADO, CARECE DE FACULTAD PARA PROVEER SOBRE DICHO BENEFICIO CUANDO ES 
SOLICITADO POR LA PARTE QUEJOSA. 
 
Tratándose del juicio de amparo directo en materia penal, en la citada reforma se suprimió del 
artículo 191 de la Ley de Amparo la facultad de la autoridad responsable para pronunciarse sobre la 
libertad caucional en favor del quejoso. Por tanto, si al presentarse la demanda de amparo directo 
se solicita la libertad provisional bajo caución, no es factible la aplicación ultractiva del artículo 191 
de la Ley de Amparo, porque con motivo de la aludida reforma ha desaparecido la facultad de la 
autoridad responsable para proveer sobre la procedencia de dicho beneficio, de manera que debe 
limitarse a decretar la suspensión de oficio y de plano de la resolución reclamada. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 234/2017. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Segundo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Sexto Tribunal Colegiado del 
Décimo Quinto Circuito. 21 de noviembre de 2018. La votación se dividió en dos partes: Mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Horacio Vite Torres.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito al resolver el 
recurso de queja 104/2016, del que derivó la tesis aislada II.4o.P.10 P (10a.), de título y subtítulo: 
"SUSPENSIÓN EN EL AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. ATENTO A LA REFORMA AL ARTÍCULO 
191 DE LA LEY DE AMPARO, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO 
DE 2016, EN VIGOR AL DÍA SIGUIENTE, LA AUTORIDAD RESPONSABLE CARECE DE FACULTAD PARA 
OTORGAR LA LIBERTAD CAUCIONAL AL QUEJOSO, EN RELACIÓN CON LA MEDIDA CAUTELAR QUE 
DE MANERA OFICIOSA Y DE PLANO PRONUNCIE.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de 2016, página 3136, con número de 
registro digital: 2012791. 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al resolver el 
recurso de queja 76/2016 y el emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Cuarto Circuito, al resolver el recurso de queja 27/2017, en los que determinaron, en esencia, que 
en términos de la actual redacción del artículo 191 de la Ley de Amparo, reformado mediante 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete de junio de dos mil dieciséis y en 
vigor a partir del día siguiente conforme a lo previsto en su transitorio primero, relativo a la 
suspensión en el juicio de amparo directo en materia penal, se suprimió la facultad de la autoridad 
responsable emisora de la sentencia reclamada, para decretar la libertad caucional del quejoso en 
caso de haberse solicitado y cuando resultare procedente, pues a virtud de dicha reforma, con la 
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presentación de la demanda, únicamente subyace el deber insoslayable para la citada responsable 
de suspender de oficio y de plano la ejecución de la sentencia que se reclama, y 
 
El emitido por Sexto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el recurso de queja 
41/2017, en el que consideró que no eran aplicables las reformas a la Ley de Amparo publicadas en 
el Diario Oficial de la Federación el 17 de junio de 2016, sino que continuaba vigente la facultad de 
la autoridad responsable establecida en el texto anterior del artículo 191 de la citada legislación, en 
relación con su décimo transitorio, para decretar con la suspensión de plano y de oficio de la 
sentencia reclamada, la libertad caucional del quejoso, en caso de que fuera procedente. 
 
Tesis de jurisprudencia 77/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de diciembre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018698  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a. CCCXXVIII/2018 (10a.)  
 
INTROMISIÓN DE LA AUTORIDAD EN UN DOMICILIO SIN ORDEN JUDICIAL. SUPUESTOS 
CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDOS EN CASO DE FLAGRANCIA. 
 
La inviolabilidad del domicilio, reconocida en los artículos 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 11, numeral 2, y 11, numeral 3, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, así como 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, constituye 
una manifestación del derecho a la intimidad, entendido como la protección del ámbito reservado 
de la vida de las personas, excluido del conocimiento de terceros, sean éstos poderes públicos o 
particulares. Ahora bien, dicho derecho no es absoluto, pero al existir una expectativa de privacidad 
legítima que justifica su tutela, la intromisión domiciliaria debe analizarse bajo un escrutinio estricto, 
partiendo de la base de que su ejecución requiere, como regla, una autorización judicial previa, en 
la que se motiven la necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la injerencia. En ese sentido, la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
75/2004-PS, determinó que es constitucionalmente válida la intromisión al domicilio sin una orden 
judicial previa cuando se actualiza la flagrancia delictiva; sin embargo, es de toral relevancia que los 
operadores jurídicos analicen esta figura jurídica a la luz del actual artículo 16 de la Constitución 
Federal. Así, sólo será constitucionalmente válida la intromisión aludida cuando: a) se irrumpa en el 
lugar al momento en que en su interior se esté cometiendo un delito, por lo que quien irrumpe debe 
tener datos ciertos, derivados de una percepción directa, que permitan considerar, 
razonablemente, la posible comisión de una conducta delictiva; o, b) cuando después de ejecutado 
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el injusto en un sitio diverso, el sujeto activo es perseguido inmediatamente hasta ahí, es decir, la 
intromisión debe derivar de la persecución inmediata y continua del presunto responsable. En 
ambas hipótesis, lo determinante debe ser la urgencia del caso, de modo que la intervención se 
torne inaplazable, ya sea para evitar la consumación de un ilícito, hacer cesar sus efectos o impedir 
la huida de quien aparece como responsable. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3244/2016. 28 de junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018694  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. CCXC/2018 (10a.)  
 
INTERÉS LEGÍTIMO PARA PROMOVER UN JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AMBIENTAL. 
OBLIGACIÓN DE LOS JUZGADORES EN SU ANÁLISIS. 
 
El análisis en relación con la actualización del interés legítimo en juicios ambientales también se rige 
por los principios que norman esta materia; en este tenor, a la luz del principio de participación 
ciudadana y el correlativo de iniciativa pública, el Estado tiene la obligación de fomentar la 
participación del ciudadano en la defensa del medio ambiente y crear entornos propicios para este 
efecto. Específicamente, los juzgadores tienen la obligación de hacer una interpretación amplia en 
relación con la legitimación activa en el juicio de amparo en materia ambiental, lo cual no significa 
que sea ilimitada, pues quien acude a este juicio debe acreditar ser beneficiario de los servicios 
ambientales que presta el ecosistema que estima afectado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 307/2016. Liliana Cristina Cruz Piña y otra. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Eduardo Aranda Martínez y Natalia Reyes Heroles Scharrer.  
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Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018693  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. CCXCI/2018 (10a.)  
 
INTERÉS LEGÍTIMO PARA PROMOVER UN JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AMBIENTAL. 
 
Quien alega un interés legítimo en materia ambiental se encuentra en una situación jurídica 
identificable, surgida de una relación específica con el objeto de protección que alega, ya sea de 
carácter particular o derivado de una regulación sectorial o grupal que le permite hacer valer una 
afectación a su esfera jurídica, precisamente a partir de la expresión de un agravio diferenciado al 
resto de los demás integrantes de la sociedad. El interés legítimo para promover un juicio de amparo 
en materia ambiental depende de la especial situación que guarda la persona o comunidad con el 
ecosistema que se estima vulnerado, particularmente, con sus servicios ambientales; por lo que la 
privación o afectación de éstos es lo que califica la especial posición del accionante para acudir al 
juicio de amparo a reclamar su protección, en tanto que le permite formular un agravio diferenciado 
frente al resto de las personas que pueden sentirse afectadas por el daño al medio ambiente, 
además de que su protección se traduce en la obtención de un beneficio específico: el 
restablecimiento de dichos servicios ambientales en su favor. De lo anterior se concluye que para 
determinar si se actualiza el interés legítimo en materia ambiental, el juzgador sólo deberá 
determinar si quien alega ser titular del derecho ambiental se beneficia o aprovecha de los servicios 
ambientales que presta el ecosistema que alega vulnerado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 307/2016. Liliana Cristina Cruz Piña y otra. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Eduardo Aranda Martínez y Natalia Reyes Heroles Scharrer. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018687  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCLV/2018 (10a.)  
 
INMEDIATEZ PROCESAL. EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA LIMITA SU APLICACIÓN. 
 
El principio de presunción de inocencia supone que no es posible formar una convicción sobre la 
culpabilidad de una persona antes de que se hayan desahogado todas las pruebas presentadas por 
ambas partes y de que exista posibilidad para refutarlas en igualdad de condiciones. Esa protección 
se irradia a todas las fases del proceso; por consecuencia, tampoco es posible utilizar otro tipo de 
presunciones desfavorables para el inculpado, por ejemplo, aquellas que implícitamente le exigirían 
algún tipo de comportamiento en las primeras fases de la investigación. No resulta válido asumir 
que una persona inocente normalmente se comportará o expresará de cierta forma –por ejemplo 
negando los hechos– cuando apenas ha sido expuesta al poder coactivo del Estado. Al utilizar el 
criterio de inmediatez procesal para desacreditar el dicho de quien se retracta de su primera 
declaración, sin ponderar la razonabilidad de ese acto por sus propios méritos, se opera 
precisamente bajo la premisa según la cual es razonable tener expectativas sobre la actitud 
espontánea, irreflexiva y natural del inculpado (o de los coinculpados) en un contexto libre de 
asesoría jurídica. Esta forma de razonar es falaz a un grado que resulta insalvable para efectos de la 
calidad que un Estado democrático de derecho quiere imprimir a sus procesos penales. No existe 
razón alguna para presumir la veracidad de una declaración sólo por ser la primera en tiempo. 
Aquellos que son confrontados con la fuerza policiaca para ser privados de su libertad y/o ser 
sometidos a un proceso penal, razonablemente experimentarán altos niveles de tensión y ansiedad. 
No hay razón lógica para suponer que un estado psíquico tan particular como ése produce verdades 
infalibles. Ahora bien, precisamente porque el orden constitucional rechaza la posibilidad de atribuir 
verosimilitud automática a este tipo de manifestaciones iniciales, contamos con al menos dos 
protecciones que salvaguardan el derecho a guardar silencio en esas primeras fases de 
investigación. En primer orden, el artículo 20, apartado A, fracción II, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de junio de 2008, establece que la confesión rendida ante cualquier autoridad 
distinta del Ministerio Público o del Juez, o ante éstos sin la asistencia de su defensor, carecerá de 
todo valor probatorio. En segundo lugar, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha establecido que del mismo precepto constitucional deriva el derecho humano de toda persona a 
ser informada oportunamente sobre los derechos que le asisten desde el instante en que es 
detenida. Estas protecciones constitucionales parten de una misma premisa: el valor de las primeras 
declaraciones es irrelevante si ocurren en un contexto que se opone a otras protecciones más 
importantes, creadas para asegurar la justicia del proceso. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2963/2015. Miguel Ángel Valles Carrasco. 16 de agosto de 2017. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal Urueta. 
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Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018686  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCLIV/2018 (10a.)  
 
INMEDIATEZ PROCESAL. EL PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN LIMITA SU APLICACIÓN EN 
DECLARACIONES HECHAS FUERA DE JUICIO. 
 
El criterio de inmediatez procesal no puede utilizarse como un mecanismo que favorezca la 
asignación de valor probatorio a declaraciones hechas fuera de juicio, en un contexto exento de la 
dinámica que permite la libre refutación de las partes (defensa y parte acusadora), en pie de 
igualdad y frente a un tercero imparcial. Así, la información recabada en el marco de una 
investigación por policías que actúan bajo el mando y conducción del Ministerio Público o por éste 
de motu proprio, sólo puede adquirir valor hasta que se traslada al terreno del juicio. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2963/2015. Miguel Ángel Valles Carrasco. 16 de agosto de 2017. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal Urueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018684  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. CCLXIX/2018 (10a.)  
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INEMBARGABILIDAD DEL SALARIO DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA 
PROSCRIPCIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 434, FRACCIÓN XI, DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES, SE REFIERE AL "SALARIO INTEGRADO". 
 
De la interpretación de los artículos 434, fracción XI, del Código Federal de Procedimientos Civiles y 
38 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, en concordancia con el diverso 123, 
apartado B, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con el 
Convenio 95 de la Organización Internacional del Trabajo, se concluye que la protección del salario 
de los funcionarios y empleados públicos, establecido en el primer artículo mencionado, se refiere 
al salario integrado, sin que dicha protección pueda limitarse solamente al salario mínimo, 
interpretación que atiende a que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado 
que el principio pro persona obliga a que la interpretación de los derechos humanos se desarrolle 
favoreciendo en todo momento la protección más amplia a la persona, ante lo cual, en los casos de 
duda que puedan enfrentar los operadores jurídicos ante una eventual multiplicidad de normas y, 
por tanto, de interpretaciones disponibles, deberá optarse por la alternativa que implique una 
protección en los términos más amplios. En ese tenor, como la normativa nacional e internacional, 
aplicable para la protección de los salarios de los servidores públicos, se refiere al término "salario", 
sin hacer distinción alguna sobre el tipo de remuneración de que se trata, en atención a la mayor 
protección del trabajador, debe concluirse que la salvaguarda para el salario de los trabajadores del 
servicio público se refiere al integrado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 153/2016. Abraham Krayem López. 17 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos 
de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
particular y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018671  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXXXII/2018 (10a.)  
 
IDENTIDAD DE GÉNERO AUTO-PERCIBIDA (REASIGNACIÓN SEXO-GENÉRICA). REQUISITOS QUE DEBE 
CUMPLIR EL PROCEDIMIENTO PARA LA ADECUACIÓN DEL ACTA DE NACIMIENTO Y DEMÁS 
DOCUMENTOS DE IDENTIDAD. 
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El cambio de nombre y, en general, la adecuación del acta de nacimiento en los registros públicos y 
de los documentos de identidad para que sean conformes con la identidad de género auto-
percibida, constituyen un derecho protegido por la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, a través de las disposiciones que garantizan el libre desarrollo de la personalidad, el 
derecho a la privacidad, el reconocimiento de la personalidad jurídica, el derecho al nombre y el 
derecho a la identidad, entre otros, por lo que los Estados tienen la obligación de reconocer, regular 
y establecer los procedimientos adecuados para tales fines. De ahí que, independientemente de la 
naturaleza formal (jurisdiccional o administrativa) de la autoridad que les dé tramite, esos 
procedimientos materialmente deben ser de carácter administrativo y cumplir con los siguientes 
requisitos: a) estar enfocados a la adecuación integral de la identidad de género auto-percibida; b) 
estar basados únicamente en el consentimiento libre e informado del solicitante, sin que se exijan 
requisitos como certificaciones médicas y/o psicológicas u otros que puedan resultar irrazonables o 
patologizantes; c) ser confidenciales y los cambios, correcciones o adecuaciones en los registros y 
documentos de identidad no deben reflejar la identidad de género anterior; d) ser expeditos y, en 
la medida de lo posible, deben tender a la gratuidad; y, e) no deben exigir la acreditación de 
operaciones quirúrgicas y/u hormonales. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1317/2017. 17 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretarios: María Cristina Martín Escobar y Melesio Ramos Martínez.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018664  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. CLIII/2018 (10a.)  
 
GUARDA Y CUSTODIA. CUANDO UNO DE LOS PROGENITORES HA INCUMPLIDO SISTEMÁTICAMENTE 
CON EL RÉGIMEN DE VISITAS Y CONVIVENCIAS, ES CONFORME AL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR 
MODIFICARLA. 
 
De acuerdo a la doctrina que ha desarrollado esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la 
convivencia con ambos progenitores es fundamental para el desarrollo de los menores; por lo tanto, 
en un escenario de ruptura familiar, los juzgadores deben garantizar que se lleven a cabo las visitas 
y convivencias. Ahora bien, esta Primera Sala ha establecido que para tomar decisiones respecto a 
la guarda y custodia –y en general respecto a las convivencias de los menores con sus padres–, debe 
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utilizarse un estándar de riesgo, según el cual, debe tomarse la decisión que genere la menor 
probabilidad de que los menores sufran daños. De acuerdo con esto, a la larga existe un mayor 
riesgo de que la falta absoluta de contacto con alguno de los padres le ocasione más daños al menor 
que los que pudieran derivar del cambio de la guarda y custodia. A pesar de la importancia de 
asegurar las convivencias, los tribunales no deben decretar el cambio de guarda y custodia sin antes 
haber intentado por otros medios que éstas se lleven a cabo. Sin embargo, cuando ya existen 
diversos requerimientos, apercibimientos y órdenes y alguno de los progenitores sigue sin presentar 
al menor a las convivencias, el cambio de la guarda y custodia se vuelve necesario ya que es la única 
medida que puede garantizar que las convivencias se llevarán a cabo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2710/2017. 25 de abril de 2018. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: José Ignacio Morales Simón. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018662  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 53/2018 (10a.)  
 
GARANTÍA DE AUDIENCIA DEL DEMANDADO QUE NO FUE DEBIDAMENTE LLAMADO AL JUICIO DE 
ORIGEN EN EL QUE FUE CONDENADO. EFECTOS DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO. 
 
Si en una sentencia ejecutoria se condenó al demandado y a otro(s) al pago de las prestaciones 
reclamadas en el juicio de origen, pero se ejecutó materialmente en su totalidad en los bienes del 
codemandado respecto de los cuales incluso hay adjudicación, no afectando los bienes del quejoso, 
cuyo llamamiento a juicio no existe o fue ilegal, debe concederse el amparo a fin de salvaguardar su 
garantía de audiencia. En tal virtud, no debe esperarse a que exista una acción por parte del 
codemandado que pagó, para exigir la parte correspondiente de dicho pago, sino que, se debe 
tutelar en amparo su derecho de audiencia contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de que, de concederse la protección federal, la sentencia 
dictada en su contra en el juicio de origen, no le repare ningún perjuicio jurídico a la persona del 
quejoso, quedando subsistente y válida sólo respecto del codemandado que ya fue ejecutado y su 
respectivo ejecutante que ya vio satisfecho el derecho que se le reconoció en el juicio respectivo, 
sin que por ello se llegue al extremo de considerar que por el hecho de que el quejoso no fue 
emplazado o fue ilegalmente emplazado, ha quedado liberado de la obligación originaria que se le 
atribuye. 
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PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 355/2015. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito. 20 de junio de 2018. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Norma Lucía Piña Hernández. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quienes reservaron su derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 222/2015, en el que consideró que no se actualizaba alguna causal de improcedencia, 
ya que el quejoso sí tenía interés jurídico para promover el juicio de amparo, puesto que existía una 
afectación a sus derechos en virtud de la sentencia condenatoria, pues si bien no había sido 
ejecutada en sus bienes, durante el transcurso del procedimiento se dictaron diversas resoluciones 
que resultaron contrarias a los intereses del agraviado debido a que fue condenado al pago de las 
prestaciones reclamadas. 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, al resolver el amparo en revisión 
12/93, del que derivó la tesis de rubro: "AUDIENCIA, GARANTÍA DE, CUANDO EL ACTO RECLAMADO 
NO SE EJECUTA EN PERJUICIO DEL QUEJOSO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación, 
Octava Época, Tomo XI, junio de 1993, página 241, con número de registro digital: 216163. 
 
Tesis de jurisprudencia 53/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de cinco de septiembre de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de diciembre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018659  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 66/2018 (10a.)  
 
ENDOSO. EL ARTÍCULO 29 DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO OTORGA 
UNA FACULTAD DISCRECIONAL PARA QUE EL ENDOSANTE PUEDA EFECTUARLO INDISTINTAMENTE 
EN EL TÍTULO DE CRÉDITO O EN HOJA ADHERIDA A ÉSTE. 
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Del precepto citado, se advierte que para que un endoso sea eficaz, entre otros requisitos, debe 
constar en el título relativo o en hoja adherida a él, otorgándole una facultad discrecional al 
endosante del título de crédito de elegir entre plasmar el endoso en el cuerpo del documento basal 
o en hoja adherida a éste, pues dichas alternativas están separadas por la conjunción disyuntiva "o", 
que indica que basta que en el caso concreto se configure alguno de los dos supuestos para que se 
cumpla ese requisito. Cabe destacar que si bien en la práctica, la figura del endoso consta 
generalmente al reverso del documento para facilitar el cotejo del encadenamiento regular de 
transmisión e individualizar mejor la calidad del suscriptor, lo cierto es que ello no implica un 
impedimento para que pueda anexarse el endoso en una hoja de papel adherida al pagaré, 
precisamente porque la parte conducente del artículo 29 aludido establece esa posibilidad, por lo 
que debe estarse preferentemente a su interpretación literal, en concordancia con el artículo 14 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues lo contrario equivaldría a exigir un 
requisito no previsto expresamente por la ley. Consecuentemente, el endosante no está 
constreñido, en primer lugar, a efectuar el endoso en el propio documento, y sólo para el caso de 
no tener espacio en éste, endosarlo en hoja adherida a él, ya que esa restricción no se encuentra 
prevista como requisito para la validez del endoso; por el contrario, el legislador otorgó 
discrecionalidad al suscriptor para que hiciera constar el endoso en el propio título de crédito o en 
hoja adherida a éste, sin que esa facultad implique un detrimento o vulneración de los derechos del 
signatario, pues la propia característica de los títulos de crédito de ser autónomos, hace que, aun 
cuando éstos hayan sido endosados, la deuda sea ejecutable por el último tenedor del documento, 
sin mayor trámite que su vencimiento, lo que es conforme a los derechos a la seguridad y certeza 
jurídicas, ya que la transmisión mediante el endoso, legitima al nuevo tenedor a ejecutar el título, 
así como al suscriptor a recuperarlo una vez que lo liquide, además de que no se le priva de oponer 
excepciones y ofrecer pruebas con el fin de desvirtuar la pretensión del tenedor del título dentro de 
un juicio ejecutivo mercantil. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 166/2018. Entre las sustentadas por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y 
el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 7 de noviembre de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 220/2007, del que derivó la tesis aislada VI.2o. C.575 C, de rubro: "ENDOSO. 
PUEDE CONSTAR INDISTINTAMENTE EN EL TÍTULO DE CRÉDITO O EN HOJA ADHERIDA A ÉL, 
CONFORME AL ARTÍCULO 29 DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, 
noviembre de 2007, página 737, con número de registro digital: 170940. Criterio que es acorde con 
lo resuelto por el Pleno en Materia Civil del Sexto Circuito en la contradicción de tesis 2/2018, de la 
que derivó la tesis jurisprudencial PC.VI.C J/6 C (10a.), de título y subtítulo: "ENDOSO. EL ARTÍCULO 
29 DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO FACULTA AL ENDOSANTE A 
REALIZARLO EN EL TÍTULO DE CRÉDITO O EN LA HOJA ADHERIDA A ÉSTE.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas y en Gaceta del 
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Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 58, Tomo II, septiembre de 2018, página 
1569, con número de registro digital: 2017992. 
 
El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el juicio de 
amparo directo 588/2017, en el que consideró que en caso de que en los títulos de crédito base de 
la acción exista espacio suficiente para plasmar los endosos, primero debe asentarse en el cuerpo 
del pagaré, y una vez que no exista tal posibilidad, constar en hoja adherida al documento. 
 
Tesis de jurisprudencia 66/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de diciembre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018646  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXXXIX/2018 (10a.)  
 
DERECHO A UNA JUSTA INDEMNIZACIÓN POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. SU RELACIÓN 
CON EL DERECHO DE DAÑOS. 
 
En los asuntos en los que se reclame la reparación del daño por un hecho ilícito –incluso cuando 
éste conlleve la violación a derechos humanos, como la vida o la integridad– que dé lugar a 
responsabilidad civil extracontractual o responsabilidad administrativa por actividad irregular del 
Estado, el marco constitucional de derechos humanos no eximirá de que en cada caso se acrediten 
la existencia de un hecho ilícito o actividad irregular, la actualización de un daño y la existencia de 
una relación de causalidad entre ambos, con independencia de los esquemas de presunciones o de 
inversión de carga de la prueba que en ciertos supuestos puedan tener cabida. Lo que sí se revisará 
en cada caso, es: primero, que las normas y los procedimientos en que se sustente cada uno de los 
elementos descritos sean válidos a la luz del parámetro de control de regularidad; segundo, que la 
noción de ilicitud sea compatible con los estándares de derechos humanos que eventualmente 
resulten aplicables, partiendo de la posible existencia de derechos humanos subyacentes a las 
relaciones jurídicas que se estudien; y tercero, que la reparación que en su caso se dicte sea 
compatible con los estándares de reparación integral del daño o de justa indemnización. En relación 
con este último punto, las materias civil y administrativa cuentan también con una serie de reglas y 
principios que rigen la cuantificación de las indemnizaciones y la individualización de las medidas de 
reparación que puedan dictarse. Así, en términos de los artículos 1o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo 
importante será que las reglas previstas en cada materia permitan que las indemnizaciones que 
resulten procedentes, sean compatibles con el derecho a una justa indemnización, atendiendo a la 
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naturaleza del procedimiento en que se actúa. Es esta idea la que ha justificado que la Primera Sala 
de la Suprema Corte haya considerado en diversos casos –que, además, corresponden a distintas 
materias–, que el concepto de topes o límites a los montos indemnizatorios resulta contrario al 
derecho a la reparación, sin que ello implique que un procedimiento de corte indemnizatorio cambie 
su naturaleza, fuera de los alcances integralmente reparadores que se pretendan lograr con el 
monto respectivamente fijado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 50/2015. 3 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018640  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXXVIII/2018 (10a.)  
 
DERECHO A LA PROPIEDAD INTELECTUAL. SU CONCEPTUALIZACIÓN COMO VERTIENTE DEL 
DERECHO A LA PROPIEDAD Y SUS MANIFESTACIONES DE CARÁCTER PATRIMONIAL. 
 
El derecho a la propiedad –es decir, a tener propiedades en abstracto, según lo definió esta Sala en 
el amparo directo en revisión 2525/2013– constituye un derecho humano de rango constitucional, 
reconocido en los artículos 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 21 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Por su parte, el derecho a la propiedad 
intelectual ha sido reconocido como una manifestación del derecho de propiedad, incluida 
específicamente en los artículos 28, décimo párrafo, de la Constitución y 15, numeral 1, inciso c), 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, y debe entenderse como el 
derecho de las personas a ser propietarias de derechos de autor y de aquellos de naturaleza 
industrial, en los términos de las legislaciones respectivas. No obstante, la titularidad de una obra o 
una marca deben entenderse como derechos patrimoniales cuyas afectaciones también deben 
valorarse en ese plano. Lo anterior debe leerse armónicamente con lo resuelto en el amparo directo 
49/2013, en el que esta Primera Sala precisó que existen derechos fundamentales, como la propia 
imagen, de los cuales se puede llegar a obtener un beneficio patrimonial tutelado por la Ley de la 
Propiedad Industrial. No obstante, el carácter de la propia imagen como derecho humano deriva de 
su propia naturaleza y del reconocimiento que en esos términos realiza la propia Constitución y no 
de su tratamiento como una especie de derecho patrimonial. Todo lo anterior permite a esta Sala 
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concluir que si bien existe un derecho humano a la propiedad que contempla una faceta específica 
en la forma de propiedad intelectual, las distintas manifestaciones de ésta y su tratamiento, según 
se consideren parte de los derechos de autor o de los de propiedad industrial, tienen naturaleza 
patrimonial y se rigen con base en disposiciones cuyo contenido depende en gran medida de la 
libertad de configuración otorgada al órgano legislativo federal con fundamento en el artículo 73, 
fracción XXV, de la Constitución, aun cuando éste deba acatar los lineamientos derivados del 
derecho internacional en la materia. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 190/2016. Joaquín Antonio Perusquia Corres. 5 de abril de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018639  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. CLXXXVI/2018 (10a.)  
 
DERECHO A LA JUSTA INDEMNIZACIÓN. EL ESTADO TIENE LA CARGA DE ARGUMENTAR Y PROBAR 
QUE CUMPLIR CON EL PAGO DE UNA CONDENA PUEDE AFECTAR A LA CIUDADANÍA. 
 
Cuando la entidad gubernamental aduzca cuestiones presupuestales como impedimento para 
cumplir con una obligación surgida por la comisión de un hecho ilícito, le corresponde acreditar 
dichas cuestiones y justificar su relación con el caso concreto, máxime cuando, en términos 
estrictamente normativos, no resulte evidente la existencia de alguna razón jurídica que respalde 
dicha posición. Por tanto, esa carga comprende el deber de especificar qué servicios públicos se 
pondrían en riesgo y la razón por la cual el monto para el pago de la indemnización tendría que 
obtenerse precisamente de esas partidas presupuestales. En caso de incumplir con la carga antes 
descrita, los argumentos del Estado resultarán inoperantes, pues se asumirán como surgidos de 
hipotéticas afectaciones a la ciudadanía. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 51/2015. 3 de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
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Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018637  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXXXIX/2018 (10a.)  
 
DERECHO A LA EJECUCIÓN DE SENTENCIAS, COMO PARTE DE LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. 
 
En el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se 
reconoce el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, el cual comprende tres etapas, a las que 
corresponden determinados derechos: (i) una previa al juicio, a la que corresponde el derecho de 
acceso a la jurisdicción; (ii) una judicial, a la que corresponden las garantías del debido proceso; y 
(iii) una posterior al juicio, que se identifica con la eficacia de las resoluciones emitidas con motivo 
de aquél. Ahora bien, el derecho a la ejecución de sentencias, como parte de la última etapa, es 
relevante por su instrumentalidad para que la justicia administrada se convierta en una realidad, 
evitando que las sentencias se tornen ilusorias o terminen por negar al derecho que se había 
reconocido. Lo anterior se advierte en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, en los casos Baena Ricardo y otros Vs. Panamá, y Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú, en 
los que se consideró que "la responsabilidad estatal no termina cuando las autoridades 
competentes emiten la decisión o sentencia", sino que se requiere, además, que el Estado consagre 
normativamente recursos para ejecutar esas decisiones definitivas y garantice la efectividad de esos 
medios. Posteriormente en los casos Acevedo Buendía y otros (Cesantes y Jubilados de la 
Contraloría) Vs. Perú, Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador, Furlan y Familiares Vs. 
Argentina, y del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos agregó que "la efectividad de las sentencias depende de su 
ejecución", de modo que ésta se establece como un componente fundamental de la protección 
efectiva de los derechos declarados o reconocidos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 882/2016. Banca Afirme, S.A. Institución de Banca Múltiple, Afirme Grupo 
Financiero. 3 de mayo de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018636  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCLXXXIX/2018 (10a.)  
 
DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. SU NÚCLEO ESENCIAL. 
 
El derecho a vivir en un medio ambiente sano es un auténtico derecho humano que entraña la 
facultad de toda persona, como parte de una colectividad, de exigir la protección efectiva del medio 
ambiente en el que se desarrolla, pero además protege a la naturaleza por el valor que tiene en sí 
misma, lo que implica que su núcleo esencial de protección incluso va más allá de los objetivos más 
inmediatos de los seres humanos. En este sentido, este derecho humano se fundamenta en la idea 
de solidaridad que entraña un análisis de interés legítimo y no de derechos subjetivos y de 
libertades, incluso, en este contexto, la idea de obligación prevalece sobre la de derecho, pues 
estamos ante responsabilidades colectivas más que prerrogativas individuales. El paradigma 
ambiental se basa en una idea de interacción compleja entre el hombre y la naturaleza que toma en 
cuenta los efectos individuales y colectivos, presentes y futuros de la acción humana. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 307/2016. Liliana Cristina Cruz Piña y otra. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Eduardo Aranda Martínez y Natalia Reyes Heroles Scharrer.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018623  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCLXXXIII/2018 (10a.)  
 
DERECHO DE RÉPLICA. SU PROCEDENCIA SÓLO DEPENDE DE LA CALIDAD DE LA INFORMACIÓN Y NO 
DE LA PERSONA AGRAVIADA. 
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El derecho de réplica no constituye un mecanismo de reparación de agravios al honor, a la 
reputación y a la propia imagen; su finalidad es tutelar el equilibrio informativo en el ejercicio 
cotidiano de la libertad de expresión. En este sentido, la réplica, por un lado, es un mecanismo 
igualador de asimetrías en el acceso a los medios de comunicación para que una persona sostenga 
una versión propia de hechos que le aluden y que estime falsos o inexactos y, por otro, comporta 
una herramienta de maximización de la libertad de expresión en su vertiente colectiva, pues brinda 
a la sociedad elementos para sostener un debate democrático más robusto y crítico. De ahí que la 
procedencia de la réplica sólo dependa de un componente objetivo, que atiende a la calidad de la 
información falsa o inexacta y no a uno subjetivo en relación con el sujeto agraviado. Por ende, para 
efectos del derecho de réplica, es irrelevante el carácter de servidor público. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1012/2016. 4 de julio de 2018. La votación se dividió en dos partes: Cinco votos 
respecto de los puntos resolutivos primero, segundo, cuarto y quinto, de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Mayoría de cuatro votos en cuanto al resolutivo tercero. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Natalia 
Reyes Heroles Scharrer y Héctor Gustavo Pineda Salas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018622  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCLXXXVII/2018 (10a.)  
 
DERECHO DE RÉPLICA. LAS MEDIDAS PROCESALES A FAVOR DEL SOLICITANTE CONTENIDAS EN LA 
LEY REGLAMENTARIA QUE LO REGULA, NO CONSTITUYEN UN MENOSCABO A SU DERECHO A LA 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 
 
Los medios de comunicación se colocan en una situación privilegiada de acceso al mercado de las 
ideas y, en este sentido, existe una relación de asimetría entre éstos y las demás personas que no 
gozan de una posición de fácil acceso a esos medios, por ello, las medidas procesales a favor del 
solicitante, contenidas en la Ley Reglamentaria del artículo 6o., párrafo primero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia del Derecho de Réplica, tienen por objeto 
corregir esta situación, es decir, son cargas procesales para el sujeto obligado, no incentivos 
negativos a su labor informativa y, por ende, no constituyen un menoscabo a su derecho a la libertad 
de expresión. Lo anterior, en el entendido de que no toda injerencia del Estado en la labor 
comunicativa genera, por sí sola, una afectación a la libertad de expresión, pues el Estado y los 
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medios de comunicación tienen la obligación de asegurar la vertiente social de este derecho, 
maximizando la posibilidad de que se generen diversas versiones sobre un mismo hecho, a fin de 
promover un debate de ideas vigoroso y abierto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1012/2016. 4 de julio de 2018. La votación se dividió en dos partes: Cinco votos 
respecto de los puntos resolutivos primero, segundo, cuarto y quinto, de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Mayoría de cuatro votos en cuanto al resolutivo tercero. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Natalia 
Reyes Heroles Scharrer y Héctor Gustavo Pineda Salas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018618  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCC/2018 (10a.)  
 
DERECHO DE LAS MUJERES, NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA. LOS 
DERECHOS A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, Y A LA INTEGRIDAD Y DIGNIDAD PERSONALES, 
CONSTITUYEN LÍMITES VÁLIDOS A LA APLICACIÓN DE NORMAS DE DERECHO CONSUETUDINARIO O 
INDÍGENA. 
 
De acuerdo con el parámetro de regularidad constitucional del derecho de las mujeres a una vida 
libre de violencia, ésta se identifica como causa y consecuencia de la discriminación, de ahí que el 
Estado tenga la obligación de incluir en su legislación, las normas penales, civiles y administrativas, 
así como las de otra naturaleza, que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres. En este sentido, la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) establecen que deberán adoptarse las 
medidas necesarias para modificar los patrones de comportamiento sociales y culturales de 
hombres y mujeres, y para eliminar los prejuicios y las prácticas consuetudinarias o de otra índole, 
basadas en la premisa de inferioridad o superioridad de uno de los sexos o en roles estereotipados 
impuestos a hombres y mujeres, incluido el caso de que, a partir de ellos, se exacerbe o tolere la 
violencia contra las mujeres. Por ello, resulta legítimo que el orden jurídico establezca protecciones 
que tienen como destinatarios específicos a los niños, niñas y adolescentes, de acuerdo con la 
evolución de sus capacidades o su autonomía progresiva, con la finalidad de protegerlos del accionar 
violento, coercitivo o abusivo de otras personas, particularmente adultas. En efecto, el Estado tiene 
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la obligación de garantizar –con todos los medios a su alcance, incluido el recurso a su poder 
coactivo– que las decisiones de niños, niñas y adolescentes, en materia de sexualidad, se produzcan 
en condiciones de seguridad, libertad efectiva y plena, y en armonía con su desarrollo psicológico, 
como consecuencia de sus derechos a la integridad personal y al libre desarrollo de la personalidad. 
Esta protección –expresada mediante las normas penales que sancionan las relaciones sexuales 
coercitivas– es consecuencia del derecho de niñas, niños y adolescentes a la igualdad y a la no 
discriminación, a la integridad y dignidad personales, así como a una vida libre de violencia. Estos 
derechos constituyen, en términos del artículo 2o., apartado A, fracción VIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, límites válidos a la aplicación de normas de derecho 
consuetudinario indígena. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5465/2014. 26 de abril de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: M. G. Adriana Ortega Ortiz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018611  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXLVI/2018 (10a.)  
 
DELINCUENCIA ORGANIZADA. LA EMISIÓN Y APLICACIÓN DE LA LEGISLACIÓN EN ESA MATERIA POR 
PARTE DE LAS AUTORIDADES LOCALES SON INCONSTITUCIONALES. 
 
De conformidad con los artículos 16 y 73, fracción XXI, inciso b), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, la delincuencia organizada es una materia cuya competencia es 
exclusiva de la Federación. Bajo este esquema de competencia constitucional, el legislador 
expresamente se decantó por la implementación de un modelo de competencia exclusiva en favor 
de la autoridad federal, no así concurrente con las entidades federativas respecto a esa materia; lo 
que implica que este rubro está vedado para las legislaturas locales y, por ende, su aplicación 
tratándose del resto de autoridades estatales (sean ejecutivas o judiciales). En ese sentido, la 
regulación de la delincuencia organizada como fenómeno socio-jurídico, que conforma un tema de 
seguridad nacional, se federalizó, por ello, incluso la Constitución Federal, en su artículo 16, párrafo 
noveno, la define como "una organización de hecho de tres o más personas, para cometer delitos 
en forma permanente o reiterada, en los términos de la ley de la materia"; descripción 
constitucional que a su vez constituyó un tipo penal autónomo, en términos del artículo 2o. de la 
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Ley Federal contra la Delincuencia Organizada; en consecuencia, la emisión y aplicación de la 
legislación en materia de delincuencia organizada por parte de las autoridades locales es 
inconstitucional. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1120/2015. Juan Carlos Domínguez Cruz o Juan Carlos Cruz Domínguez. 4 de 
mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto aclaratorio, y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018608  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCCXXXIII/2018 (10a.)  
 
DECLARACIONES DE INFRACCIÓN EMITIDAS POR EL INSTITUTO MEXICANO DE LA PROPIEDAD 
INDUSTRIAL. LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES CARECE DE RELEVANCIA O IMPACTO DENTRO DE UN 
JUICIO DE RESPONSABILIDAD CIVIL. 
 
Si se parte de la base de que la multa busca cumplir una función social con base en una dimensión 
sancionadora de la intervención del Estado, es evidente que su naturaleza es distinta de la 
reparación que, a través de una indemnización, se obtenga en sede civil con motivo del ilícito 
administrativo en cuestión, por ello, el artículo 221 de la Ley de la Propiedad Industrial 
expresamente distingue las sanciones que se impongan con base en dicho ordenamiento de la 
eventual indemnización que corresponda en términos de la legislación civil. Ahora, si bien ha ido 
evolucionando paulatinamente la postura en torno al papel que tiene la declaración de infracción 
del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial (IMPI) para efectos de la procedencia de la acción 
civil de daños y perjuicios, es clara la distinción entre lo que implica una infracción administrativa y 
el contenido de la acción indemnizatoria. Así, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver la contradicción de tesis 31/2003-PS, explicó que para la procedencia de la acción 
indemnizatoria resultaba necesaria una declaración previa del IMPI en torno a la existencia de una 
infracción administrativa, cuya existencia no podría cuestionarse en el juicio civil con independencia 
de que aún estuviesen pendientes de acreditación de daños y su relación de causalidad con la 
infracción administrativa; criterio que se reiteró en el amparo directo en revisión 1121/2007, pero 
aplicándose a un caso donde se alegaban violaciones al derecho a la propia imagen. No obstante, el 
criterio expuesto se ha modificado, de modo que las acciones indemnizatorias no exigen un 
pronunciamiento previo del IMPI cuando tengan sustento en hechos ilícitos que, aun cuando 
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puedan dar lugar a transgresiones a la Ley de la Propiedad Industrial, deriven de un contrato, de una 
violación a derechos fundamentales como la propia imagen, o cuando no se encuentren vinculados 
con una infracción administrativa. Ahora bien, más allá de los cuestionamientos en torno a si un 
pronunciamiento del IMPI es necesario antes del inicio de una acción indemnizatoria –fuera de los 
casos de excepción descritos–, lo cierto es que dicha declaración guarda relación con uno solo de 
los elementos de la acción de responsabilidad civil: la existencia de un hecho ilícito. En estos 
términos, pueden concluirse dos cosas; 1) incluso si se tiene por acreditada la ilicitud del hecho, aún 
quedaría pendiente la imputación de éste a la persona demandada, la existencia de daños y 
perjuicios, y la relación de causalidad entre el ilícito y los daños; y, 2) ante un pronunciamiento del 
IMPI, es sólo la declaración de infracción administrativa la que resulta relevante para el análisis de 
la ilicitud del hecho que, potencialmente, puede dar lugar a responsabilidad civil, mas no así la 
sanción que se pueda o no imponer. Dicho de otra manera, la imposición de sanciones carece de 
relevancia o impacto dentro de un juicio de responsabilidad civil. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1753/2017. Cablemás Telecomunicaciones, S.A. de C.V. 31 de enero de 
2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien indicó estar con el sentido pero por 
consideraciones distintas, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
precisó estar con el sentido pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018606  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCXXI/2018 (10a.)  
 
DAÑOS PATRIMONIALES Y EXTRAPATRIMONIALES GENERADOS POR VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. SU 
RESARCIMIENTO PUEDE DEMANDARSE EN LA VÍA CIVIL POR RESPONSABILIDAD SUBJETIVA. 
 
Los actos u omisiones que comportan una conducta dañosa en la esfera física, emocional o psíquica 
de algún miembro de la familia constituyen un hecho ilícito, pues su realización transgrede normas 
de orden público establecidas incluso a nivel constitucional e internacional. Por tanto, la violencia 
intrafamiliar constituye un hecho ilícito que acontece en las relaciones entre particulares, cuyas 
consecuencias patrimoniales y extrapatrimoniales deben repararse de forma justa y acorde con la 
entidad de la afectación; y, en consecuencia, el resarcimiento de los daños patrimoniales y 
extrapatrimoniales ocasionados por la conducta dañosa puede demandarse en la vía civil por 
responsabilidad subjetiva. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5490/2016. 7 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018605  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 64/2018 (10a.)  
 
DOCUMENTOS EN EL JUICIO MERCANTIL. LA CARGA PROCESAL DE EXHIBIR LA COPIA SELLADA DE 
SU SOLICITUD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 1061, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, SÓLO SE 
REFIERE A LOS EXISTENTES EN ARCHIVOS, PROTOCOLOS O DEPENDENCIAS PÚBLICAS. 
 
El precepto citado prevé que en los juicios mercantiles, al primer escrito se acompañarán los 
documentos en que el actor funde su acción y aquellos en que el demandado funde sus excepciones; 
asimismo, establece cargas en caso de que el actor o el demandado carezca de dichos documentos 
por no estar en su poder, para lo cual, deben: a) anexar al escrito respectivo copia simple de la 
solicitud de expedición de copia certificada, sellada por el archivo, protocolo, dependencia o lugar 
en el que se encuentren los originales, para que a costa del solicitante se expida su certificación en 
la forma prevenida por la ley; o, b) manifestar bajo protesta de decir verdad las causas por las cuales 
no estuvieron en aptitud de anexarlos a los escritos respectivos, a efecto de que el Juez ordene, a 
costa del interesado, su expedición al responsable de ello. Ahora bien, del análisis sistemático del 
artículo 1061, fracción III, con el diverso 1062, ambos del Código de Comercio, que establece que 
en el caso de que se demuestre haber solicitado al protocolo, dependencia o archivo público la 
expedición del documento y no se expida, el Juez ordenará al jefe o director responsable que lo 
haga a costa del solicitante dentro del plazo de tres días y le informe al juzgador, con apercibimiento 
de que, en caso de no hacerlo, se impondrá una sanción pecuniaria hasta por los importes 
autorizados por la ley, que se aplicará en beneficio de la parte perjudicada, deriva que la carga 
procesal de exhibir la copia sellada de la solicitud de expedición de un documento del que carezca 
la parte que debe acompañarlo al escrito respectivo, sólo se refiere a los existentes en archivos, 
protocolos o dependencias públicas y no a los que estén en poder de particulares, pues el primer 
párrafo de la fracción III del artículo 1061 citado al prever como elemento sustituto inicial, la copia 
simple sellada por el archivo, protocolo, dependencia o lugar en que se encuentren los originales, 
hace referencia a instituciones ante las cuales pueden solicitarse copias certificadas, lo cual denota 
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que se alude a organismos facultados legalmente para expedir las de los documentos que obren en 
su poder. Además, de la exposición de motivos del decreto por el que se adicionó dicho precepto, 
se advierte que los documentos que el legislador tuvo en cuenta son los que estuvieran 
precisamente en archivos públicos, lo que excluye a los instrumentos en poder de otras personas o 
instituciones privadas o acervos gubernamentales sin ese carácter. De estimar que el precepto 
opera indistintamente cuando los documentos se encuentren en poder de organismos públicos y de 
particulares, podría impedir que el interesado allegue sus pruebas al proceso, pues dependería de 
la voluntad del particular que tiene en su poder el documento, recibir el escrito por medio del cual 
se hace la solicitud y bastaría que se negara a recibirlo para que impidiera al oferente de la prueba 
aportar la copia simple sellada de la solicitud indicada, lo que podría afectar injustificadamente las 
cargas probatorias en el procedimiento. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 112/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materias Civil y 
Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito y Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 5 de septiembre 
de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: César de la Rosa Zubrán.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, 
al resolver el amparo directo 730/2017, en el que sostuvo que el artículo 1061, fracción III, del 
Código de Comercio no hace distinción en cuanto a que las cargas impuestas en dicho precepto 
operen exclusivamente cuando se trate de solicitudes a entes públicos, por lo que la parte 
interesada debe acreditar haber solicitado los documentos fundatorios de la pretensión, aun 
cuando se tratara de una persona de derecho privado. 
 
El emitido por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
amparo directo 265/2016, que dio origen a la tesis aislada I.9o.C.38 C (10a.), de título y subtítulo: 
"DOCUMENTOS EN EL JUICIO MERCANTIL. LA CARGA PROCESAL PARA SOLICITAR LA EXPEDICIÓN DE 
LOS QUE CAREZCA EL DEMANDADO QUE DEBA ACOMPAÑAR A SU CONTESTACIÓN, SÓLO OPERA 
CUANDO SE ENCUENTREN EN PODER DE ORGANISMOS PÚBLICOS Y NO DE PARTICULARES.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo III, julio de 
2016, página 2141, con número de registro digital: 2012148. 
 
El emitido por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver 
el amparo directo 90/2011, que dio origen a la tesis aislada I.12o.C.19 C, de rubro: "ORDINARIO 
MERCANTIL. LA OMISIÓN DEL ACTOR DE EXHIBIR LA COPIA SELLADA DEL ESCRITO POR MEDIO DEL 
CUAL SOLICITÓ A LA INSTITUCIÓN BANCARIA DEMANDADA, LOS VOUCHERS DE LOS QUE RECLAMA 
SU NULIDAD O EL CONTRATO DE APERTURA DE LA CUENTA QUE SE TRATE, NO ES MOTIVO PARA 
DESECHAR LA DEMANDA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXXIII, mayo de 2011, página 1242, con número de registro digital: 162051. 
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Tesis de jurisprudencia 64/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de diciembre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018602  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCLXXIV/2018 (10a.)  
 
CHEQUES. EL ARTÍCULO 194, SEGUNDO PARRAFO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES 
DE CRÉDITO QUE PREVÉ LA PROCEDENCIA DE SU OBJECIÓN ANTE LA NOTORIA ALTERACIÓN O 
FALSIFICACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 83/2004, de 
rubro: "LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO PUEDE DERIVAR EXCLUSIVAMENTE DE LA FALTA DE 
DEFINICIÓN DE LOS VOCABLOS O LOCUCIONES UTILIZADOS POR EL LEGISLADOR.", estableció que la 
circunstancia de que el legislador deba definir con precisión los conceptos que integran las normas 
no implica llegar al extremo de exigirle que lo haga, como si formulara un diccionario, cada una de 
las palabras que emplea, si las que eligió tienen un uso que revela que en el medio son de empleo 
común o de clara comprensión. En ese sentido, el artículo 194, párrafo segundo, de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito, al establecer que cuando el cheque aparezca extendido en 
esqueleto de los que el librado hubiere proporcionado al librador, éste sólo podrá objetar el pago si 
la alteración o la falsificación fueren notorias, o si, habiendo perdido el esqueleto o el talonario, 
hubiere dado aviso oportuno de la pérdida al librado, no viola el principio de seguridad jurídica, aun 
cuando no defina lo que debe entenderse por "alteración", "falsificación" y "notorias", pues si bien, 
esos términos pudieran ser motivo de interpretación, en última instancia es un problema de 
legalidad y no de constitucionalidad. En efecto, reconocidos la necesidad y el imperativo de que las 
leyes expedidas por el legislador sean claras buscando su sencilla interpretación y aplicación, y a la 
vez advirtiendo los vicios en la redacción y precisión de términos en que éstas pueden incurrir, la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce la existencia de métodos que, con 
motivo de las imprecisiones y la oscuridad que puedan afectar a las disposiciones legales, 
establezcan su sentido y alcance. Además, porque la inconstitucionalidad de una ley no puede 
derivar de la falta de definición de los términos que utiliza porque: 1) esta situación no atenta contra 
alguna disposición de la Constitución Federal; 2) la propia Constitución permite a los juzgadores 
interpretar las normas; y, 3) a fin de garantizar el principio constitucional de seguridad jurídica en el 
orden jurídico mexicano, es posible que los órganos competentes emitan criterios que contengan la 
interpretación de la ley que merece prevalecer, para dar a los gobernados posibilidades reales de 
cómo habrá de resolverse su caso y con base en qué criterios. Asimismo, la Suprema Corte de Justicia 
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de la Nación interpretó la expresión "notoria falsedad" prevista en el artículo 194 citado y explicó 
que la notoria falsificación de la firma corresponde a la falta manifiesta de fidelidad entre la 
estampada en el título de crédito y la autorizada para emitirlo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3299/2017. Eduardo de Jesús Rivera Portales. 21 de febrero de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.  
 
Nota: La jurisprudencia 1a./J. 83/2004 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, octubre de 2004, página 170, con número de 
registro digital: 180326.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018592  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 76/2018 (10a.)  
 
CONTROL DE LA DETENCIÓN Y AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. AL TRATARSE DE ACTUACIONES 
PROCESALES DISTINTAS, DEBEN SEÑALARSE COMO ACTOS RECLAMADOS PARA QUE EL JUEZ DE 
DISTRITO ESTÉ EN APTITUD DE ANALIZARLOS. 
 
El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone que en los casos 
de detención de una persona, el juez que reciba la consignación del detenido deberá 
inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley. Bajo el proceso 
penal acusatorio, el control de la detención deberá realizarse a través de una audiencia en la que el 
Ministerio Público deberá justificar ante el juez los motivos de la detención y éste procederá a 
calificarla. Esta Primera Sala tiene amplias precisiones en torno a la verificación que los juzgadores 
deben realizar sobre el cumplimiento de las exigencias constitucionales para la detención y puesta 
a disposición de la persona ante la autoridad correspondiente; además, ha determinado como regla 
la invalidez y exclusión de todos aquellos elementos de prueba que tengan como fuente directa o 
se hayan obtenido con violación a derechos fundamentales. Por otra parte, el artículo 19 de la 
Constitución Federal establece el auto de vinculación a proceso como la resolución mediante la cual 
el juzgador determina si hay méritos para iniciar un proceso penal en contra del imputado, porque 
los datos de prueba establecen que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y que 
existe la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión. Así, al margen de 
que la calificación de la detención y el auto de vinculación a proceso sucedan en la misma audiencia 



 

78 
 

y exista una relación jurídica entre ambos actos, ya que los datos de la investigación obtenidos al 
momento en que se realizó la detención, indudablemente impactarán para el dictado del auto de 
vinculación, se trata de actuaciones cuya materia de análisis es diferente y se van sucediendo sin 
que exista la posibilidad de reabrirlos conforme al principio de continuidad. Por lo tanto, la 
circunstancia de que el quejoso haya señalado como acto reclamado el auto de vinculación a 
proceso, no posibilita al juez de amparo para que examine la calificación de la detención efectuada 
por el juez de control, para ello, será necesario que también la reclame en su demanda, a fin de que 
esté en aptitud de analizarla y determinar si los datos de prueba obtenidos al momento de la 
detención, fueron recabados con respeto a los derechos fundamentales del imputado. En esa 
tesitura, cuando el quejoso únicamente haya reclamado el auto de vinculación a proceso, pero en 
sus conceptos de violación exprese argumentos tendentes a controvertir la calificación de la 
detención, el juez de amparo deberá prevenirlo en términos de la fracción IV del artículo 108, en 
relación con la fracción II del numeral 114, ambos de la Ley de Amparo, con el objeto de que señale 
como acto reclamado el aludido control de la detención. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 161/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito. 21 de noviembre de 2018. La votación se dividió en dos partes: Mayoría 
de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos en 
cuanto al fondo, de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 405/2016, en el que determinó que en el juicio de amparo 
indirecto era dable analizar de oficio la calificación de la detención del quejoso llevada a cabo por el 
juez de control, no obstante que únicamente hubiera sido reclamado el auto de vinculación a 
proceso, ya que existe una estrecha relación entre tales figuras en torno a la afectación de la libertad 
personal y los datos de prueba, en la medida en que los datos de la investigación en que se sustentó 
la vinculación a proceso, valorados por el juez, se relacionaban con el hecho de la detención. Razón 
por la cual, era necesario que se constatara previamente si los datos de prueba fueron obtenidos 
con respeto a los derechos fundamentales del imputado, lo que involucraba la detención, porque 
de haber acontecido una transgresión, se estaría ante una violación al debido proceso, originado 
por la obtención de prueba ilícita. 
 
El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 
recurso de queja 130/2016, del que derivó la tesis aislada I.7o.P.66 P (10a.), de título y subtítulo: 
"AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. SI ÉSTE SÓLO SE RECLAMA EN EL JUICIO DE AMPARO, NO DEBE 
ANALIZARSE DE OFICIO TODO LO ACONTECIDO EN LA AUDIENCIA INICIAL, COMO LA COMPETENCIA, 
LA CALIFICACIÓN DE LA DETENCIÓN, LAS MEDIDAS CAUTELARES O EL CIERRE DEL PLAZO DE LA 
INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA, AL TENER FINALIDADES DISTINTAS, A MENOS QUE SE SEÑALEN 
COMO ACTOS DESTACADOS.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 40, Tomo IV, marzo de 2017, página 2620, con número de registro digital: 
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2013913; «y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 
horas». 
 
Tesis de jurisprudencia 76/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de diciembre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018579  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCXXIX/2018 (10a.)  
 
COMPENSACIÓN. CARACTERÍSTICAS DE LA INSTITUCIÓN. 
 
La institución de compensación tiene las siguientes características: (i) su carácter es reparador, no 
sancionador; (ii) puede ser solicitada y acordada en favor de cualquiera de los cónyuges que 
reportaron un desequilibrio económico por haberse dedicado a las labores domésticas y de cuidado 
de los hijos; (iii) sólo opera respecto de los bienes adquiridos durante el tiempo de subsistencia del 
matrimonio pues, presumiblemente, es el periodo durante el cual se crearon situaciones de 
empobrecimiento y enriquecimiento que resultarían injustas al disolver un régimen económico de 
separación de bienes; y (iv) en principio, la carga de la prueba le corresponde a la parte solicitante; 
no obstante, ante la duda sobre cómo se distribuyeron las cargas domésticas y de cuidado durante 
el matrimonio, el juez debe asumir un rol activo en el proceso y utilizar las atribuciones que lo 
facultan a actuar de forma más versátil, como medidas para mejor proveer, que pueden 
complementar la actividad probatoria de las partes a fin de esclarecer la verdad de algún hecho 
controvertido. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4883/2017. 28 de febrero de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018578  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXXII/2018 (10a.)  
 
COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS USUARIOS DE SERVICIOS 
FINANCIEROS. LA FACULTAD DE DICHO ORGANISMO PARA EMITIR UN DICTAMEN CON EL CARÁCTER 
DE TÍTULO EJECUTIVO NO NEGOCIABLE, A FAVOR DEL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS, NO 
VULNERA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
 
El derecho de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 de la Constitución Federal ha sido 
entendido por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en el sentido de que toda persona tiene 
derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los 
plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e 
imparcial. Asimismo, dicho precepto constitucional establece, entre otras cuestiones, el mandato 
relativo a que las leyes prevean mecanismos alternativos de solución de controversias. En ese 
sentido, la facultad prevista en el artículo 68 Bis de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de 
Servicios Financieros para que la CONDUSEF emita, dentro del procedimiento de conciliación 
seguido ante ella y sólo en determinados supuestos, un dictamen con el carácter de título ejecutivo 
no negociable, a favor del usuario de servicios financieros, no vulnera el derecho de acceso a la 
justicia, pues por una parte está inmerso en el marco de un mecanismo alternativo para la solución 
de controversias, y por otra parte reconoce la posibilidad de que las instituciones financieras acudan 
ante los tribunales ordinarios a defender sus intereses e impugnar el título ejecutivo respectivo, al 
disponer que "la institución financiera podrá controvertir el monto del título, presentar las pruebas 
y oponer las excepciones que estime convenientes ante la autoridad judicial competente". 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1268/2017. Seguros Banamex, S.A. de C.V., integrante del Grupo Financiero 
Banamex. 23 de mayo de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018568  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a./J. 65/2018 (10a.)  
 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. EL QUE PUEDA OPERAR AUN CUANDO LO 
ÚNICO PENDIENTE EN EL JUICIO SEA LA CITACIÓN PARA OÍR SENTENCIA, NO VULNERA EL DERECHO 
DE ACCESO A LA JUSTICIA Y ES ACORDE AL PRINCIPIO PRO PERSONA. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 141/2007, 
estableció que la caducidad de la instancia en materia mercantil opera desde el primer acuerdo 
dictado en el juicio, hasta en tanto el juez no cite a las partes para oír sentencia, por tanto, el que la 
caducidad opere en términos del artículo 1076 del Código de Comercio, vigente hasta el 25 de enero 
de 2017, aun cuando lo único que quede pendiente en el juicio sea la citación para oír sentencia, no 
vulnera el derecho de acceso a la justicia ni el principio pro persona, pues la caducidad de la instancia 
opera como garantía al propio derecho aludido en su vertiente de justicia pronta y expedita, y si 
bien su actualización en este supuesto entraña una especial tensión frente a la vertiente de justicia 
completa, al impedir el dictado de una sentencia que resuelva de manera definitiva las pretensiones 
de las partes, aun cuando lo único pendiente es un acto que constituye una obligación del Juez y no 
una carga procesal de las partes, lo cierto es que dicha tensión guarda una correcta proporcionalidad 
entre ambos principios, pues en este supuesto la caducidad no se actualiza como consecuencia de 
la omisión del juzgador, sino como consecuencia de la omisión de las partes de seguir impulsando 
el procedimiento con independencia del incumplimiento del órgano jurisdiccional, sin que dicha 
carga se torne excesiva o demasiado gravosa en perjuicio del gobernado, toda vez que: i) se trata 
de una carga mínima que se satisface con la simple solicitud o su reiteración al Juez para que cite a 
las partes para oír sentencia; ii) su justificación radica en el interés preponderante de las partes para 
que el juicio concluya; iii) dicha exigencia se fundamenta en un equilibrio ante la situación del Juez 
cuya obligación de impartir justicia se desdobla sobre una pluralidad de asuntos, frente al interés 
particular que tienen las partes, el cual se enfoca en un solo asunto, el suyo; y, iv) las partes tienen 
un plazo de ciento veinte días para desahogar dicha carga procesal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 215/2018. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Tercer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto 
Circuito. 31 de octubre de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 
 
Criterios contendientes: 
 
El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 313/2017, en el que sostuvo que el principio pro persona a la luz del derecho de 
acceso a la justicia, obligaba a entender que de conformidad con el artículo 1076 del Código de 
Comercio, la obligación de las partes de impulsar el procedimiento se agota cuando concluye el 
periodo de alegatos, por lo que a partir de ese momento ya no puede operar la caducidad de la 
instancia pues el único acto que se encuentra pendiente para cerrar el procedimiento es la citación 
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para oír sentencia, la cual constituye una obligación del juzgador, por lo que no resulta acorde con 
el derecho de acceso a la justicia que se les imponga esta sanción procesal a las partes como 
consecuencia de una omisión que no les es atribuible. 
 
El emitido por el Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, 
al resolver el juicio de amparo directo 126/2018, en el que consideró que la carga de las partes de 
dar impulso al procedimiento no cesa con la formulación de alegatos, sino que continúa hasta en 
tanto el Juez no dicte el auto de citación para oír sentencia, sin que el nuevo modelo de derechos 
humanos y el principio pro actione constituyan elementos que puedan variar tal conclusión puesto 
que los artículos 1076, 1406 y 1407 no admiten otra interpretación más que la literal, máxime 
cuando la materia mercantil se encuentra regida por un principio dispositivo. 
 
Nota: La citada jurisprudencia 1a./J. 141/2007, se publicó en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, página 46, con número de registro digital: 
171225.  
 
Tesis de jurisprudencia 65/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de diciembre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018561  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: 1a./J. 50/2018 (10a.)  
 
AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. POR REGLA GENERAL, EL JUEZ DE DISTRITO, PARA RESOLVER 
EL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO EN SU CONTRA, NO DEBE REQUERIR DE OFICIO LA CARPETA DE 
INVESTIGACIÓN. 
 
El artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, establece que en el 
auto de vinculación a proceso se expresará el delito que se impute al acusado, el lugar, tiempo y 
circunstancias de ejecución, así como los datos que establezcan que se ha cometido un hecho que 
la ley señale como delito y que exista la probabilidad de que aquél lo cometió o participó en su 
comisión. Así, conforme a las reglas del sistema penal acusatorio, el Juez de Control, para determinar 
que existen elementos para iniciar un proceso contra el imputado, sólo debe considerar la 
formulación de la imputación y los datos de prueba expuestos por el Ministerio Público en la 
audiencia correspondiente, porque tiene vedado revisar la carpeta de investigación para el dictado 
de esa resolución; sin embargo, tal impedimento desaparece, entre otros supuestos, cuando 
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durante el debate solicita tener a la vista algún registro de la investigación contenido en dicha 
carpeta, para advertir alguna inconsistencia en los argumentos de las partes. Además, el artículo 75, 
párrafo primero, de la Ley de Amparo establece que en las sentencias que se dicten en los juicios de 
amparo el acto reclamado se apreciará tal como aparezca probado ante la autoridad responsable, 
por ende, no se admitirán ni se tomarán en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido 
ante dicha autoridad para comprobar los hechos que motivaron o fueron objeto de la resolución 
reclamada; de ahí que, el Juez de Distrito, al resolver el juicio de amparo promovido contra el auto 
de vinculación a proceso, no debe requerir de oficio la carpeta de investigación, porque ello 
originaría una resolución con elementos que no fueron rendidos ante el Juez de Control, sino que 
debe atender únicamente al contenido de la audiencia referida, sin que sea óbice que el tercer 
párrafo del artículo 75 citado faculte al juzgador de amparo para recabar oficiosamente las pruebas 
rendidas ante la responsable y las actuaciones que estime necesarias para la resolución del asunto, 
porque en materia penal dicha facultad está limitada a que tal solicitud no implique una violación a 
los principios que rigen el proceso penal acusatorio, lo que acontece precisamente cuando el Juez 
de Distrito requiere la carpeta de investigación para resolver el juicio de amparo indirecto; sin 
embargo, en caso de que el Juez de Control haya tenido a la vista algún registro de la investigación, 
que le permitió resolver determinada controversia o la situación jurídica del imputado, no existirá 
impedimento legal para que únicamente dicha constancia de la carpeta de investigación se remita 
en vía de informe justificado al Juez de Distrito, porque constituye una excepción, a la regla general, 
y aun en ese supuesto de excepción se cumplirá con el precepto indicado, en virtud de que el 
juzgador apreciará el acto reclamado como fue debatido ante el Juez de Control, en atención a los 
principios de contradicción e inmediación contenidos en el artículo 20 de la Constitución Federal, 
los cuales permiten el equilibrio entre las partes para sostener y debatir la teoría del caso respectiva. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 225/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en 
Nezahualcóyotl, Estado de México. 9 de mayo de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría 
de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos 
en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.  
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, al resolver el recurso 
de queja 26/2017, el cual dio origen a la tesis VI.1o.P.39 P (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE 
QUEJA. RESULTA FUNDADO CONTRA LA SOLICITUD DEL JUEZ DE DISTRITO EFECTUADA AL JUEZ DE 
CONTROL PARA LA REMISIÓN DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN, CUANDO EL ACTO RECLAMADO 
CONSISTE EN EL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 7 de julio de 2017 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 44, Tomo II, julio de 2017, página 1062, con número de registro 
digital: 2014735. 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en 
Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver el amparo en revisión 523/2016, en el que sostuvo 
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que en el juicio de amparo interpuesto en contra del auto de vinculación a proceso, el Juez de 
Distrito debe solicitar la remisión de la carpeta de investigación, lo anterior en virtud de que 
conforme a los artículos 75 y 117, cuarto párrafo, de la Ley de Amparo, el órgano jurisdiccional debe 
recabar oficiosamente las pruebas rendidas ante la responsable y las actuaciones que estime 
necesarias para la resolución del asunto. 
 
Tesis de jurisprudencia 50/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintidós de agosto de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de diciembre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018534  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. CCCXXVII/2018 (10a.)  
 
ACTOS DE TORTURA RECLAMADOS DE MANERA AUTÓNOMA. EFECTOS DE LA CONCESIÓN DE 
AMPARO. 
 
Si una vez realizado el análisis sobre tortura como acto reclamado de manera destacada, el juez 
considera que existen elementos para conceder el amparo, deberá determinar los efectos de su 
concesión atendiendo a los hallazgos de su investigación y a los impactos que esa tortura haya 
tenido en distintos ámbitos. Un primer efecto sería, entre otras cuestiones, que la parte quejosa 
pueda tener acceso adecuado a un proceso justo, libre de intimidación, así como a la búsqueda de 
información necesaria para poder hacer frente a la justicia y a diversos actos procesales, judiciales, 
administrativos o ministeriales que pudiesen estar relacionados con el acto reclamado y servir como 
prueba en el caso que se le inicie un proceso o esté en curso. Además, los efectos deberán ser 
precisados por la autoridad de amparo dependiendo de las circunstancias concretas en que los 
considere probados y determinar las medidas reparatorias relacionadas con ello. 
Independientemente de lo anterior, el juez debe dar vista al Ministerio Público para que realice las 
investigaciones pertinentes en relación con el alegato de tortura en su vertiente de delito. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 256/2015. 3 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien indicó estar con el sentido, con salvedad en 
consideraciones. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jesús Rojas Ibáñez. 
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Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018533  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de diciembre de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. CCCXXVI/2018 (10a.)  
 
ACTOS DE TORTURA RECLAMADOS DE MANERA AUTÓNOMA. OBLIGACIONES DE LOS JUECES DE 
AMPARO. 
 
Si bien el desarrollo de los precedentes legales sobre tortura de esta Primera Sala se han circunscrito 
de manera preponderante en el marco de los procesos penales y el impacto de la tortura en las 
confesiones o elementos autoincriminatorios; lo cierto es que la propia Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura entiende que la finalidad de la tortura no es sólo con propósitos 
de investigación criminal, sino como medio intimidatorio, castigo personal y medida preventiva, 
entre otros. Así, al tener como acto reclamado de manera autónoma los actos de tortura, los jueces 
de amparo se encuentran obligados a investigar dichas alegaciones allegándose de todos los 
elementos necesarios para poder determinar si se tiene por acreditada la misma. Primeramente, 
deberá solicitar la ampliación de los informes justificados de las autoridades responsables a las que 
se les haya atribuido el acto reclamado consistente en violencia física o moral y tortura, cuando las 
autoridades hayan negado los actos reclamados de manera genérica sin hacer pronunciamiento 
específico en cuanto al acto materia de análisis. Lo anterior tiene la finalidad de no dejar en estado 
de indefensión a la solicitante del amparo y crear certeza jurídica. Enseguida, tomando en 
consideración lo que señalen las autoridades responsables en sus informes con justificación, el juez 
deberá allegarse de todos los elementos –bitácoras, exámenes médicos y psicológicos con base en 
el Protocolo de Estambul, copia de la averiguación previa, entre otros– para analizar el alegato de 
tortura como acto reclamado, sin que sea suficiente la simple negativa de las autoridades, el cual 
debe ser analizado tomando en especial consideración la entidad de la tortura y en su caso con un 
enfoque diferenciado y con perspectiva de género. En este sentido, se deberán revisar las 
constancias y determinar si existe base razonable para tener por acreditada la tortura. Para ello se 
deberá tomar en consideración la inversión de la carga de la prueba y el estándar atenuado para 
acreditarse como violación a la integridad personal, según el cual bastarán indicios que permitan 
sostener razonablemente que la hubo, aun cuando no se sepa la identidad del o los torturadores. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 256/2015. 3 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien indicó estar con el sentido, con salvedad en 
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consideraciones. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jesús Rojas Ibáñez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 


